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Introducción 

Colombia es a nivel mundial uno de los países que más sufre la persecución religiosa, se 

encuentra como uno de los 50 países donde la religión es un motivo de violencia y presión para 

los creyentes, de acuerdo con cifras dadas por la Organización Internacional Puertas Abiertas 

(Puertas Abiertas, s.f.). Este país desde 1991 es constitucionalmente considerado como un Estado 

secular, donde se respetan las distintas religiones y tiene en cuenta lo consagrado en los tratados 

internacional y principios generales del derecho en cuanto a la protección del derecho a la libertad 

religiosa, culto y conciencia mediante instrumentos internacionales, configurándose un derecho 

humano y sobre todo fundamental. Sin embargo, a pesar de todas aquellas disposiciones 

normativas que promueven el reconocimiento y tolerancia de las religiones en el país, el impacto 

no se ha visualizado. En otras palabras, hay una falta de materialización de las normas sobre los 

derechos religiosos.  

Las restricciones a la libertad de culto se ven claramente en personas que tienen 

funciones públicas o representantes del Estado. De acuerdo con el artículo 123 de La 

Constitución de Colombia, las personas que forman parte de las entidades gubernamentales, 

incluyendo a los funcionarios de las corporaciones públicas, empleados y trabajadores del 

Estado, que cumplen funciones establecidas en el ordenamiento jurídico son considerados 

servidores públicos en pro de servir. Esta investigación identifica una discriminación o 

persecución religiosa contra los servidores públicos, como: (i) Obligar a participar de 

celebraciones religiosas a representantes del Estado, (ii) generar prohibiciones legales a líderes 

religiosos para ejercer cargos públicos a causa de su identidad espiritual, (iii) realizar acciones 

que forman parte de la educación o capacitación de servidores públicos que pueden llegar a 

vulnerar este derecho, como en las fuerzas armadas, entre otras condiciones o situaciones que 



10 

 

pueden poner en riesgo las convicciones religiosas de los servidores públicos (Constitución 

Política de Colombia, 1991, Art. 123). 

A partir de la doctrina, se proponen soluciones que reflejan la posición del Estado, en 

particular, una postura mixta que combina intervencionismo y retraccionismo estatal y que es 

adecuada a la situación en Colombia debido a las condiciones socio-jurídicas y políticas del país. 

A pesar del progreso constitucional que se ha hecho en Colombia en materia religiosa, todavía 

hay aspectos que deben ser atendidos, como la regulación, armonización, garantía y protección 

del Estado a los servidores públicos que manifiestan su identidad religiosa de manera abierta.  

En consecuencia, se propone como una novedad la aplicación del derecho a la libertad 

religiosa, de cultos y de conciencia (derecho humano) en aquellos individuos que desempeñan 

funciones públicas, con el fin de ofrecer nuevas perspectivas al abordar la pregunta de 

investigación: ¿Qué parámetros convencionales y constitucionales deben tenerse en cuenta para 

asegurar la protección del derecho a la libertad religiosa de los servidores públicos en ejercicio 

de sus actividades? 

Se propone demostrar la hipótesis de que existen prácticas actuales que limitan el derecho 

de los funcionarios en un Estado laico, lo que genera un enfrentamiento entre dos principios: la 

laicidad y la libertad religiosa. Por lo tanto, se buscará responder la pregunta de investigación 

mediante el análisis de variables socio-jurídicas identificadas en la jurisprudencia constitucional 

colombiana sobre aquel derecho de los servidores públicos, quienes a su vez representan la 

laicidad del Estado.  

De igual manera, el proceso de recopilación y síntesis de los resultados obtenidos en los 

pronunciamientos constitucionales, se centra en variables que incluyen la identificación de 
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prohibiciones, recomendaciones, exhortos, posturas permisivas con limitaciones y 

pronunciamientos que protegen el derecho a la libertad religiosa, de culto y de conciencia de los 

funcionarios públicos. 

Esta investigación frente a la libertad religiosa es de tipo socio jurídica, dado que estudia 

la interacción entre el derecho y la sociedad, viéndose reflejada en los distintos conflictos que 

conoce la Corte Constitucional Colombiana al interpretar cómo las instituciones y prácticas 

sociales han influenciado la necesidad de crear derecho o disposiciones jurídicas que logren 

comprender los grandes cambios que exige la sociedad sobre sus derechos fundamentales. 

 Al mismo tiempo, se cuenta con un enfoque funcionalista que abarca los postulados 

propuestos por Cadenas (2016), dado que se identifica la falta de eficacia parcial de principios 

preexistentes y la falla de funcionalidad de las instituciones legitimas encargadas de salvaguardar 

y garantizar desde todas las circunstancias y manifestaciones de este derecho, asimismo, la 

extensión de esta investigación se configura como carácter proyectivo, porque plantea una 

perspectiva diferente junto a la aplicación del reconocimiento internacional de este derecho 

humano, defensa o protección para los funcionarios públicos. 

El propósito principal de esta investigación es comprobar que el método analítico-

interpretativo es útil para comprender y acercarse cada vez más a la generalidad de este derecho, 

incluso cuando hablamos de servidores públicos. En este sentido, se busca respaldar la línea 

institucional de la Universidad Libre en la promoción de una conciencia crítica en el país, 

mediante la creación de espacios académicos que fomenten la formación de individuos 

democráticos, tolerantes, pluralistas y respetuosos de la diversidad.  
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Como resultado, se espera que la contribución legal de este estudio sea el análisis de las 

aproximaciones de este derecho de los funcionarios en Colombia, un tema que implica la 

percepción social y la esfera del Derecho. 

Por lo tanto, se establecerá una conexión entre el campo del Derecho y la Sociología, con 

el propósito de demostrar la interdependencia entre estas dos disciplinas para conseguir una 

aplicación viable de la normativa existente, asegurando y haciendo realidad los derechos 

religiosos de individuos con o sin creencias religiosas, que también ocupan cargos públicos. 

 Para lo cual se usará una técnica de investigación conocida como método analítico-

interpretativo que busca lograr una descripción objetiva, sistemática y cualitativa de la 

información mediante la interpretación del contenido de fuentes documentales, como la 

normativa y jurisprudencia existente, así como informes y estudios relacionados. El proceso de 

análisis de datos consiste en una serie de etapas que tienen como fin obtener información útil 

para el desarrollo del trabajo. Resulta relevante que el examen de la información sea esta de 

naturaleza cuantitativa o cualitativa, abarque la exposición y síntesis de los datos, el 

establecimiento de la interconexión entre variables, la comparación de las variables, el 

reconocimiento de las divergencias y la anticipación de los resultados. Además, es necesario 

tener en cuenta el análisis y síntesis de las fuentes para llevar a cabo una triangulación entre los 

datos obtenidos del método, la normativa actual y los informes sobre discriminación y 

persecución religiosa en Colombia. 

El objetivo general del trabajo es identificar los parámetros y limitaciones del derecho a 

la libertad religiosa para funcionarios públicos en Colombia, tomando en cuenta el recorrido 

histórico y político de este derecho, la interpretación y aplicación de este por parte de la sociedad 

y las instituciones estatales, y los parámetros convencionales y constitucionales establecidos en 
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el sistema jurídico colombiano e internacional. Este fin se desarrollará a partir de tres premisas 

fundamentales que se abordarán en cada capítulo. El primero de ellos explora el recorrido 

histórico y político de la libertad de creer en Colombia, donde se presentarán diversas 

aproximaciones a este derecho a partir de la conceptualización de varios autores, así como 

también se analizarán las tensiones históricas entre la religión y el Estado, para poder identificar 

la delimitación del problema. Además, se hará referencia a diferentes fuentes teóricas que 

ofrecen posibles soluciones en el ámbito del Derecho. 

En el segundo capítulo, se examina cómo la sociedad y las instituciones estatales han 

interpretado y aplicado este derecho de los funcionarios públicos. Para esto, se emplea el método 

analítico - interpretativo, enfocado en el marco legal vigente sobre la libertad religiosa y en el 

estudio de jurisprudencia constitucional con relación a la libertad religiosa de los servidores 

públicos, donde se identificarán las distintas posturas de la Corte, que pueden ser de prohibición, 

exhortación o planteamientos con salvedades y permisiones. Por consiguiente, se aborda el 

análisis de las posibles contradicciones entre este derecho para los seres humanos con funciones 

públicas y el principio de laicidad en nuestro país. 

Un tercer capítulo tiene como objetivo identificar los parámetros convencionales y 

constitucionales del derecho a la libertad de religión o creencias de los servidores públicos en el 

sistema jurídico colombiano e internacional para poder formular algunas consideraciones sobre 

los parámetros establecidos. Posteriormente, se argumentará la importancia de reconocer y 

salvaguardar el derecho a la libertad religiosa, de culto y de conciencia de los funcionarios 

públicos, evaluando si actualmente hay alguna limitación al derecho que deba ser examinada y 

moderada mediante herramientas jurídicas. Por lo tanto, es importante destacar la contribución 

de Villamil (2019), quien sugiere soluciones potenciales al problema de investigación mediante 
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la aplicación de estructuras de ponderación de aquellos principios. Su propuesta incluye: óptimo 

de Pareto, la ponderación, entre otros, los cuales se enfocan en asegurar que tanto los ciudadanos 

como los funcionarios públicos tengan igualdad de oportunidades para ejercer su derecho. 

Además, su investigación profundiza en las limitaciones y efectos restrictivos que pueden tener 

sobre el derecho en cuestión.  

La investigación tiene un valor jurídico y social importante debido a las aproximaciones 

que se han identificado en el derecho a creer o tener una convicción religiosa de los servidores 

públicos, quienes también son considerados sujetos de derecho. Esta investigación representa 

una novedad para un Estado laico y se ha logrado aclarar desde la academia y el análisis de 

fuentes, que abarca a los que tienen y a los que no tienen una convicción espiritual. Además, se 

busca destacar que garantizar la libertad religiosa, de culto y de conciencia de las personas con 

funciones públicas no implica que el Estado se adhiera a una religión en particular. 
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Capítulo I  

Aproximaciones de la Libertad Religiosa en Colombia 

Conceptualización de la Libertad Religiosa 

El derecho a creer o no creer es una libertad fundamental protegida constitucional y 

jurisprudencialmente, además consagrado en el bloque de constitucionalidad. En comparación 

con otros países de Latinoamérica, Colombia cuenta con normas específicas frente a la libertad 

religiosa. No obstante, organizaciones no gubernamentales como Puertas abiertas o Aids to the 

Church in Need, han informado sobre casos en los que se restringe o se viola este derecho en 

Colombia y en otros lugares debido a la persecución religiosa. Razón por la cual, se patentiza la 

necesidad de establecer mayores garantías para la protección de quienes profesan una religión 

(Puertas Abiertas, 2023). 

Varios autores han delimitado el objeto de este derecho al poder profesar y manifestar 

cualquier tipo de ideas relacionadas con las creencias personales. Prieto (2011) ofrece una 

definición más detallada, describiéndola como las acciones que una persona realiza en relación 

con Dios, incluyendo cómo práctica, difunde y comunica su religión, y añade que ni el Estado ni 

un individuo o grupo pueden interferir o coaccionar a una persona en cuestiones religiosas. Neus 

Oliveras Jané, Rafael Palomino Lozano y Jorge Salinas Mengual están de acuerdo en que el 

Estado debe mantenerse neutral en cuanto a la práctica de cualquier religión, y se interpreta que 

esta libertad es un derecho, así como un principio para las personas (Palomino & Salinas, 2020). 

Oliveras Jané también destaca el principio de igualdad, asegurando que los individuos no pueden 

ser tratados de manera diferente por tener una determinada creencia religiosa (Oliveras, 2014). 

Finalmente, María Teresa de Lemus Diego amplía la libertad a elegir individualmente cada 

convicción y la opción de no profesar alguna religión (Lemus, 2016).  
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Los autores tienen diferentes enfoques respecto a la importancia de la secularización del 

Estado frente al principio de libertad religiosa. Por un lado, Lemus (2016) destaca la necesidad 

de esta separación para preservar la neutralidad del Estado en asuntos religiosos. Por otro lado, 

José María Porras Ramírez considera que este derecho debe ser independiente y, sobre todo, 

abarcar ámbitos como la actuación pública, civil y confesional  (Porras, 2018). En la misma 

línea, Prieto (2011) y Palomino & Salinas (2020) argumentan que la libertad religiosa no es solo 

un asunto privado, sino que también puede ser una manifestación pública reglamentada, 

protegida y promovida por el derecho, ya que es parte del patrimonio, cultural, identidad, 

tradición y seguridad de una nación. Por otro lado, Oliveras (2014) enfatiza la necesidad de 

distinguir la libertad religiosa para evitar y eliminar cualquier práctica de discriminación 

religiosa. 

En el desarrollo de este principio hay aspectos que no pueden omitirse, por ejemplo, para 

Prieto (2011) y Lemus (2016) este derecho no resulta ser absoluto, sino que tiene parámetros que 

lo restringen como: la coordinación con otros derechos fundamentales y el respeto a exigencias 

de seguridad, orden público, salud, convivencia y moral pública. En materia de lo público 

Palomino & Salinas (2020) son más específicos sobre el actuar estatal con 3 conceptos 

puntuales: la inmunidad (no coacción del Estado en la libre elección de la persona para su 

creencia religiosa), la no concurrencia del Estado hacia una religión en concreto, y la promoción 

del Estado al salvaguardar y garantizar la libertad religiosa en la sociedad. Para ello es necesario 

una neutralidad del poder público ante las diversas expresiones religiosas y de esta manera 

también se puede contribuir a la no discriminación de algún sector como dice Porras (2018). 

Adicional a lo anterior, para Oliveras (2014) no se pueden omitir las personas ateas o agnósticas, 

dado que también se reconocen dentro esta libertad al proteger las convicciones personales. 
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Es necesario interactuar con otros recursos legales para la realización práctica del 

principio, según concuerdan varios autores, como Lemus (2016), Porras (2018), Palomino & 

Salinas (2020). La dignidad humana como derecho es inherente y es previo a otras garantías 

individuales como la libertad religiosa. Hay un conjunto de derechos conexos en la práctica, 

como el derecho a creer, a la asociación, a la libertad sobre temas que contengan propaganda y a 

la educación religiosa como derecho de los padres a sus hijos, según (Palomino & Salinas, 2020). 

Por su parte, Oliveras (2014) y Porras (2018) coinciden en que el campo de aplicación debe estar 

conectado con un Estado constitucional democrático y social de derecho, y con principios como 

la igualdad, pluralismo, aconfesionalidad y de cooperación. Por otro lado, Prieto (2011) 

considera tres recursos importantes: la libertad ideológica, de conciencia y de cultos, frente a los 

aspectos más externos o materiales de la religión. 

Los autores difieren en la aplicación del principio a la libertad religiosa, según Prieto 

(2011), Oliveras (2014), y Porras (2018) se trata de un derecho humano reconocido públicamente 

que es vital para una persona o comunidad, y puede tener una trascendencia social o un 

patrimonio cultural. Es responsabilidad de las tres ramas del poder reconocer, garantizar y 

promover este derecho. Lemus (2016) enfatiza la necesidad de acudir al bloque de 

constitucionalidad para proteger este principio, y aboga por una voluntad política que permita 

avanzar hacia una reforma democrática que trascienda la simple tolerancia religiosa. 

María Teresa de Lemus Diego sostiene que la libertad es otra alternativa de aplicación del 

principio en cuestión, ya que implica el derecho a practicar actos religiosos sin discriminación y 

a no ser obligado a realizar actos en contra de las creencias personales (Lemus, 2016) Oliveras 

(2014) y Porras (2018) están de acuerdo en que se puede aplicar a través de la libertad de 

conciencia. Oliveras también menciona que la asociación o reunión con fines religiosos, así 
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como la tutela constitucional de los derechos fundamentales (Oliveras, 2014), Salinas & 

Palomino, proponen dos enfoques diferentes para su aplicación: "derecho civil" garantizando una 

libertad de actuación sin intervención estatal, y como un "derecho de prestación" que implica que 

el gobierno promueva y facilite el ejercicio de este derecho por parte de cada individuo o de 

grupos sociales (Palomino & Salinas, 2020). 

Este principio es de gran importancia en Colombia, ya que se valida el Estado laico en 

una cultura que respeta y reconoce las diferentes confesiones religiosas. Esta libertad no se limita 

a quienes profesan una religión en particular, sino que también abarca a quienes no tienen 

creencias o quieren cambiar de confesión, ya que se protegen las convicciones de la persona. 

Además, es esencial tener en cuenta otros principios como la dignidad humana, la salud, la 

seguridad, la convivencia, el orden y la moral pública.  

Por lo tanto, es responsabilidad del poder público reconocer, garantizar y fomentar esta 

libertad pública, derecho humano y fundamental, sin hacer ninguna discriminación para 

discriminación por las convicciones de cada uno.  

A partir de los anteriores conceptos, es necesario descartar que la libertad religiosa no 

solo protege al que ha adoptado y elegido una creencia, sino que, al mismo tiempo se protege a 

quienes han elegido no tener una convicción espiritual. A mi parecer, esta libertad abarca la 

identidad y convicción que cada persona en su libre determinación a elegido para su estilo de 

vida, dado que se desarrolla en su fuero interno a través de su diario vivir en prácticas, 

actividades, formas de perspectiva de vida, y en muchas ocasiones, aporta a la salud mental y 

emocional de la persona. Con esto quiero decir que, para hablar de esta libertad es necesario 

reconocer otros derechos como la dignidad humana, la libertad de expresión, determinación, 

asociación, y de circulación, libertad de conciencia, derecho de pensamiento y derecho a la 
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honra. Por otro lado, el reconocimiento de este derecho y del sector interreligioso es necesario 

para el aporte esencial de la democracia, porque son un referente para sus comunidades en torno 

a la práctica de valores y principios universales, desempeñándose como gestores de paz y 

promotores del diálogo social gracias a su vocación de servir a los demás y ayudar a las 

poblaciones más vulnerables del país.  

Comportamiento Histórico del Derecho a la Libertad Religiosa 

El derecho a la libertad religiosa ha sido mencionado ampliamente en la legislación 

nacional a través de leyes específicas, así como en el ámbito supranacional mediante diversos 

instrumentos internacionales. A lo largo de la historia colombiana, su alcance ha evolucionado 

desde el proceso constitucional hasta el reconocimiento de un bloque de constitucionalidad que 

incluye este derecho. Con la llegada de las plataformas digitales como medio para difundir, 

manifestar o defender la identidad de las personas, las circunstancias de protección y garantía 

han cambiado y se han convertido en un escenario donde también se presentan casos de 

discriminación, persecución y ataques por motivos religiosos. 

En la época precristiana, la religión era vista como un asunto ético-político en el que 

permanecer a un grupo implicaba la aceptación de sus creencias, ideas y religión. algunos autores 

profundizan de este contexto de la siguiente manera: 

En ese tiempo, la religión no era vista como una elección personal que se ejercía con 

libertad, sino que, al ser parte de una sociedad, se adoptaban automáticamente las 

creencias religiosas que se profesaban en ella, y la discrepancia en la forma de ver las 

cosas o las creencias ni siquiera se consideraba una posibilidad, llegando incluso a hablar 

de religiones nacionales en ese contexto. En conclusión, la libertad religiosa no era ni 
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siquiera una alternativa, ya que la pertenencia al grupo implicaba aceptar ciertas 

creencias. (Palomino & Salinas, 2020, p.15)  

En otras partes del mundo, durante mucho tiempo existió una monarquía absoluta donde 

no había distinción alguna entre el poder espiritual y el poder del gobernante. Sin embargo, la 

Revolución Francesa de 1789 cambió esta relación, estableciendo como referente la figura de la 

laicidad del Estado, para secularizar la monarquía y construir una nación con el principio de 

laicidad. Esta idea se originó a partir del pensamiento filosófico de la Ilustración y de 

instrumentos internacionales como la Declaración de los Derechos de 1789.  

Para los revolucionarios, esta libertad era el fundamento práctico para la neutralidad 

religiosa del Estado y la religión se entendía como un aspecto privado del individuo. Por ello, 

comenzó la oficialización de repúblicas laicas con evoluciones diferentes, pero con un respaldo 

jurídico parecido. Por ejemplo, en Francia, el principio de laicidad se consolidó en 1905 con la 

ley de separación, mientras que, en Colombia, el Estado se volvió aconfesional varias décadas 

después (Sadurní, 2023). 

Es fundamental identificar dos etapas significativas en Colombia: por un lado, entre 1810 

y 1886, por otro lado el período de confesionalidad del Estado desde 1886 hasta 1991. Durante el 

primer período, se experimentó una época eclesiástica y precristiana en tiempos de colonización 

y patronato real, donde los reyes poseían atributos y derechos reconocidos por la iglesia. En ese 

entonces, el Estado colombiano era estrictamente confesional, tal como se establecía en la 

Constitución de Cundinamarca de 1811, la cual disponía en su artículo 1° y 3° que se reconocía, 

se profesaba la Religión Apostólica y era considerada como verdadera (Constitución de 

Cundinamarca, 1811).  
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A pesar de que esta disposición se reiteró en las Constituciones de 1830, 1832 y 1843, 

esto resultó complicado para las minorías religiosas, ya que cuando una constitución favorece a 

una comunidad, se convierte en injusta y excluyente para aquellos que no se ajustan a la norma 

privilegiada (González, 2017). 

La Constitución Política de la República de Nueva Granada 1853, incluye aspectos 

novedosos sobre el tema religioso. Señala que todos los que pertenecían a la Nueva Granada 

pueden profesar públicamente o en privado su religión, sin perturbar a los demás ni atentando 

contra la moralidad y no obstaculicen a otros sus propias religiones (Constitución de Nueva 

Granada, 1853).   

En Colombia, se han experimentado transformaciones significativas gracias al desarrollo 

constitucional, que ha implicado, entre otros cambios, la laicidad del Estado, la eliminación del 

Patronato y la acreditación legal de iglesias y congregaciones. Esta evolución ha sido posible 

gracias a la línea constitucional que se inició con la Carta de la Confederación Granadina y en 

1861 con el Pacto de la Unión, los cuales, aunque respetaron los derechos adquiridos, 

establecieron límites al ejercicio y práctica de las religiones. Estos límites incluyen la prohibición 

de perturbar la paz pública o actuar en contra de leyes establecidas, y la obligación de respetar la 

ética, sanidad y la paz colectiva (Pacto de Unión de Colombia, 1861). 

La Constitución de 1886 en Colombia demostró nuevamente la confesionalidad del 

Estado al inclinarse hacia la protección absoluta de la confesión católica. Establecía que aquella 

religión fue considerada como patrimonio y, por lo tanto, tenía que ser salvaguardada por las 

autoridades como un componente esencial del sistema social. A pesar de esto, se dejaba claro 

que la Iglesia Católica no sería considerada como la religión oficial del Estado y que mantendría 

su independencia (Constitución Política 1, 1886). El Concordato inicial 1973 entre Colombia y la 
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Santa Sede, reafirmó la confesionalidad de la nación y se incluyeron protecciones para aquellos 

que practicaban otras religiones (El Concordato inicial, 1973).  

La Carta Política establecía que todos podrían expresar sus opiniones religiosas sin sufrir 

ningún tipo de persecución o acoso, y que no podrían ser obligadas a adoptar creencias o 

prácticas religiosas que fueran contrarias a sus principios y valores. También se señalaba que se 

debía proteger la libertad para todas las religiones, siempre y cuando sus prácticas no 

contrariaran las leyes del país en materia religiosa. 

En Colombia, el reconocimiento de estas libertades se produjo en 1991 incluido el bloque 

de constitucionalidad. A pesar de que no se introduce específicamente el principio de laicidad, se 

establecen las responsabilidades del Estado de proteger y garantizar todas las religiones que 

existan.  

En consecuencia, los artículos constitucionales 13, 18, 19 y 20, establecen la 

imparcialidad en materia religiosa, la libertad de pensamiento como derecho fundamental 

(Constitución Política de Colombia, 1991). El reconocimiento de la libertad ha adquirido un 

estatus de derecho fundamental y humano gracias a la Constitución, y se encuentra protegido 

tanto nacional como internacionalmente por la Declaración Universal de Derechos Humanos 

(ONU, 1948), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ONU, 1966), la 

Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas 

en la religión o las convicciones (ONU, 1981), la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre 1948 (CIDH, 1948) y la Convención Americana de Derechos Humanos) 

(Pacto de San José, 1969 ). 
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En pocos países se están estableciendo regulaciones específicas para proteger este 

derecho, como es el caso del Estado Colombiano, señalado en el artículo 19 constitucional y 

desarrollado a través de políticas públicas intersectoriales (Constitución Política de Colombia, 

1991, Art. 19).  La Ley 133 es un ejemplo que define lo que se considera una religión, establece 

las actividades protegidas por el derecho, y reconoce y regula la diversidad de confesiones e 

iglesias en el Estado colombiano para garantizar la igualdad de trato, libertad, autonomía y 

personería jurídica que se les atribuye. La ley también establece que ninguna confesión es 

oficializada. Es importante destacar que protege a los grupos religiosos y también a las personas 

en su expresión, y práctica individual de su religión o creencia (Ley 133, 1994). 

Para resumir, en Colombia, la religión y el Estado han mantenido una relación estrecha 

en la historia, en la política o lo público. Sin embargo, la garantía de la libertad ha variado según 

las circunstancias y el desarrollo de la sociedad. A pesar de esto, esta libertad ha evolucionado de 

ser limitada a ser protegida como derecho fundamental y derecho humano en la Carta de 1991 y 

la normatividad posterior sobre este derecho. Aunque la protección a las convicciones religiosas 

de las personas ha sido positivizada, aún quedan pendientes por reconocer, como es el caso de la 

libertad de creer para los servidores públicos en un Estado laico. 

Referentes Teóricos de Alternativas de Solución Jurídica para la Armonización de la 

Libertad Religiosa y el Principio de Laicidad 

Hasta ahora se ha realizado un análisis conceptual, histórico y jurídico sobre esta libertad 

en Colombia y en el mundo, concluyendo que es un derecho reciente que ha surgido debido al 

aumento de la laicidad en las nuevas constituciones a nivel mundial en el último siglo. A pesar 

de la novedad de este derecho, las organizaciones internacionales han trabajado en la 
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formulación de convenios y tratados universales que buscan proteger y garantizar la diversidad 

religiosa y eliminar la discriminación y persecución por motivos religiosos.  

Sin embargo, para proponer una alternativa efectiva que logre hacer realidad este derecho 

que ha sido ampliamente vulnerado en Colombia, es importante revisar y analizar todas las 

investigaciones realizadas, el objeto jurídico, para así poder evaluar cuál es la mejor opción para 

superar el problema jurídico presentado anteriormente con relación a los servidores públicos 

como sujetos de este derecho. 

Por otro lado, se lleva a cabo una evaluación minuciosa de las diferentes opciones en más 

de cuarenta fuentes investigativas, entre ellas tesis, artículos científicos y otros documentos 

relacionados con la libertad y su garantía legal. Para la selección de estas fuentes, se da prioridad 

a aquellas de autores latinoamericanos, debido a la historia religiosa similar que comparten estos 

países con Colombia antes de la Constitución de 1991. Los autores se clasificaron, encontrando 

dos enfoques principales. En primer lugar, se encuentran las soluciones de corte intervencionista, 

donde se pide que el Estado tenga mayor intervención en cuanto a políticas religiosas para 

garantizar la laicidad y los derechos constitucionales.  

Algunos autores como López (2008) proponen la integración política de representantes 

religiosos (Moreno, 2018), pero esta postura es criticada por autores como Begoña Navas por 

excluir a minorías y no garantizar el derecho a la libertad de culto y religión de todo el 

conglomerado social (Navas, 2002).   

Lara (2015) sugiere que en todo momento debe haber un espacio para la evaluación 

cuidadosa por parte de los actores jurídicos, en particular los tribunales de justicia, quienes deben 

tomar decisiones de manera objetiva, evitando favorecer la predominancia de las mayorías, al 
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igual que la opresión encubierta de las minorías. Badilla (2008) y Romero (2012) comparten la 

preocupación por el poco desarrollo jurisprudencial en Colombia frente a esta libertad. Beltrán 

(2013) propone una solución intervencionista que brinde garantías a todas las expresiones 

religiosas para evitar la discriminación desde el Estado mismo. Según su postura, el Estado debe 

garantizar los mismos derechos a todas las iglesias, conglomerados y asociaciones religiosas. 

De acuerdo con lo expuesto, Escobar (2017) argumenta que en Colombia no se han 

registrado cambios significativos en la legislación en las últimas décadas, y que es evidente que 

algunos aspectos normativos necesitan una regulación más específica y explícita. Da Silveira 

(2012) añade que es necesario contar con una reglamentación más clara y precisa en ciertos 

aspectos normativos, requiriendo la vinculación de una confesión religiosa o iglesia para poder 

acceder a la opción de establecer acuerdos de derecho público con el Estado colombiano, lo que 

no ha cambiado en las últimas décadas, y así evitar interpretaciones abiertas, permisivas o 

adaptadas. Según Vásquez (2021), el Estado tiene la responsabilidad de gestionar el derecho, ya 

que no es absoluto y existen restricciones particulares, como la promoción de una iglesia o 

religión oficial.  

Por su parte, Alonso (2011) sugiere que se endurezcan las leyes en relación con la 

condena de la creación de estereotipos sobre las religiones y los actos de discriminación e 

intolerancia hacia los creyentes de esas religiones, incluyendo los ataques verbales y físicos. Se 

propone la designación de un experto especial que se encargue de investigar y tratar temas 

relacionados con la discriminación racial, el racismo, la xenofobia y otras formas de intolerancia 

actuales. 

Entre las posibles soluciones intervencionistas se destaca la propuesta de algunos autores 

de regular ciertos factores que no han sido abordados en la Constitución, lo cual es necesario 
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para evitar ambigüedades perjudiciales. Sin embargo, en Colombia no es una opción viable 

aumentar la producción normativa en relación con un derecho que, aunque cuenta con respaldo 

jurídico, aún presenta muchos atentados contra los derechos. Esto se debe a que nuevas leyes o 

disposiciones solo se sumarían al conjunto de leyes ineficaces. 

Después de lo anteriormente mencionado, es relevante destacar aquellas soluciones que 

proponen una menor intervención del Estado en lugar de una mayor intervención. En estas 

propuestas se le pide al Estado que se retire y deje de intervenir en asuntos religiosos, ya que esta 

intervención puede ser percibida como un apoyo o defensa de ciertas posturas religiosas. Autores 

como Giménez (2020) pertenecen a este grupo y enfatizan la necesidad urgente de que la iglesia 

católica se abstenga de intervenir en asuntos sociales que conciernen a toda la ciudadanía. La 

autora sugiere específicamente que se retiren los concordatos para avanzar hacia la 

secularización establecida en la Constitución de 1991.  

El autor Arias (2003) coincide con esta postura, después de realizar un análisis detallado 

sobre la influencia del episcopado en Colombia, concluyó que la mejor forma de acabar con la 

cultura de persecución hacia otras religiones es reducir el poder de la iglesia y garantizar la 

equidad. López (2011) está de acuerdo con estas soluciones y propone medidas para asegurar la 

laicidad que establece la Constitución. Después de 20 años, la influencia católica sigue siendo 

alta, por lo que López sugiere un retiro gradual del Derecho en relación con los concordatos y 

otros aspectos legales que aún tienen relevancia para la iglesia.  

Escobar, (2017) sostiene que el Estado debe garantizar y no solo proteger un concepto 

positivo de libertad que promueva el fenómeno religioso en su conjunto. Por otro lado, Abadía 

(2012) plantea que la libertad debe tener como base la razón y no los sentimientos, y que su ética 

debe estar basada en principios fundamentales en vez de ideas basadas en la utilidad o en el 
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simple acuerdo. Los autores destacan otros aspectos importantes, entre ellos, la estrecha relación 

entre la fuerza pública y una religión y creencia específica, lo que representa un riesgo para los 

derechos de culto de los miembros de estas instituciones.  

Para abordar esta situación, Nogueira (2006) propone la división entre religión y estas 

instituciones, con el objetivo de garantizar la laicidad. La perspectiva que aboga por una 

intervención estatal limitada sostiene que el Estado debe asegurar la laicidad de los asuntos 

civiles y administrativos, así como de la fuerza pública, para no vulnerar los derechos 

fundamentales relacionados con la religión y los cultos dentro de las instituciones públicas. No 

obstante, es importante señalar que una completa retirada del Estado podría tener consecuencias 

desfavorables para la sociedad en su conjunto, ya que sin entidades que protejan y tutelen este 

derecho, y sin un marco jurídico completo que garantice el cumplimiento de este derecho, las 

regulaciones carecerían de fundamento. 

Las posturas de Palomino (2009) y Castilla (2017) proponen que el Estado adopte una 

posición neutral en cuanto a la libertad de creencias, garantizando que los representantes del 

Estado no fomenten, apoyen ni financien expresiones de libertad de expresión o artística que 

puedan razonablemente afectar las emociones religiosas de la ciudadanía. Por otro lado, Sanabria 

(2017) argumenta que el principio de pluralismo religioso tiene un contenido y alcance 

específico, lo que significa que todas las creencias religiosas deben ser reconocidas y protegidas 

igualmente por el Estado, según lo establecido por la Constitución. Según Starck (1996) y 

Romero (2017), la expresión religiosa está amparada no solo por el derecho fundamental a la 

libertad de culto, sino también por la libertad de expresión.  

Por lo tanto, se sugiere que el Estado debe intervenir más en la protección de los derechos 

religiosos, pero debe retirarse de la regulación de creencias y posturas religiosas, manteniendo 



28 

 

una posición neutral respecto de las manifestaciones religiosas y una posición activa en el 

respeto y cumplimiento de la tolerancia en la profesión de cultos. 

Buitrago & Giraldo (2015) Sostiene que un Estado constitucional, social y democrático 

de derecho, como en el caso de Colombia, debe basarse en tres libertades culturales básicas: la 

religión, el arte y la cultura, promoviendo y aceptando el pluralismo y respetando la religión en 

cualquier forma que se manifieste. 

Según Priora (2002), el discurso religioso está protegido no solo por el derecho 

fundamental a la libertad de culto, sino también por la libertad de expresión. Por lo tanto, se 

destaca la importancia de fomentar el respeto por la religión y el pluralismo en una sociedad 

democrática que se base en las libertades fundamentales de la cultura. 

La posición mixta o centralista, que se encuentra a medio camino entre la postura 

intervencionista y la retraccionista en cuanto a la intervención estatal, parece ser la más 

apropiada para las condiciones socio-jurídicas y políticas de Colombia. Sin embargo, los autores 

que defienden esta posición no han llegado a una conclusión clara sobre cuál es la mejor solución 

o sobre qué principios jurídicos deben guiar las políticas que buscan garantizar el derecho de las 

personas a la libertad de culto. Este derecho, como se ha visto, está estrechamente relacionado 

con otros derechos fundamentales que el Estado debe garantizar y proteger. 

El autor Boix (2016) destaca el papel de las redes sociales como un agente dinamizador 

del pluralismo, y enfatiza en la necesidad de perfeccionar medidas limitantes para la expresión 

en las mismas, teniendo en cuenta el nuevo entorno social y tecnológico y los principios 

constitucionales del sistema. En este sentido, sugiere que el derecho penal solo debe intervenir en 

aquellos casos en que las actuaciones sean realmente graves y supongan riesgos sociales 
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evidentes, y se deben respetar los principios de intervención mínima y ofensividad. Sin embargo, 

el autor señala que no es realista pretender regular la expresión en las redes sociales y 

"civilizarla" mediante sentencias penales.  

Se argumenta en respuesta a la afirmación de Andrés Boix que, si bien Internet ha 

cambiado los esquemas tradicionales de los medios de comunicación, los Estados ya no pueden 

considerarse protectores, garantes o promotores de libertades específicas a través de esta 

plataforma. Dado su carácter descentralizado, el Estado tiene la responsabilidad de conceder a 

los usuarios una serie de privilegios que no se encuentran disponibles en otros medios (Navas, 

2002). 

Tal como se mencionó previamente, la lucha por los derechos en Latinoamérica ha sido 

constante desde la época de la colonización europea, donde una sola religión fue impuesta y 

aceptada abiertamente hasta el siglo XX. Esta situación ha llevado a la estigmatización y 

persecución de personas con creencias diferentes, que se ha intensificado con el uso de las redes 

sociales y plataformas tecnológicas. Por lo tanto, es esencial encontrar un principio legal que 

convierta la libertad religiosa en una realidad palpable, donde los colombianos no se sientan 

perseguidos por su religión o culto. Aunque los tipos de enfoques intervencionistas, 

retraccionistas y mixtos son relevantes para la investigación, la solución más valiosa dada la 

situación social, jurídica, política y cultural es invitar al Estado y a las plataformas digitales a 

implementar una corregulación en sus códigos de conducta para garantizar el ejercicio, 

manifestación y difusión de esta libertad de los individuos y colectivos, evitando así que estas 

herramientas tecnológicas vulneren los derechos humanos y fundamentales.  
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De esta manera, se llega a la novedad de reconocer la universalidad del derecho humano 

para los individuos que tienen cargos públicos, lo que permitirá generar parámetros para que los 

servidores públicos gocen de su libertad de creer en el ejercicio de sus funciones. 

De los anteriores postulados teóricos, es necesario asumir una postura sobre la cual se 

logre un equilibrio del intervencionismo del Estado Colombiano frente a las libertades 

individuales de los servidores públicos y de la sociedad en general. Con esto quiero decir que, es 

necesario un Estado que interviene para salvaguardar derechos fundamentales y no permitir la 

vulnerabilidad o restricción de la libertad de cultos de su población, entre ellos, se encuentran las 

personas a las que se les atribuyen funciones o gestiones públicas. No obstante, esto no significa 

que el Estado se aparte del principio de laicidad, sino que se tiene en cuenta el sector religioso 

como parte esencial de la democracia. 

Limitaciones al Ejercicio del Derecho a la Libertad Religiosa 

La organización no gubernamental Puertas Abiertas ha incluido a Colombia en su lista 

mundial de países que persiguen a creyentes religiosos en el año 2023, lo que lo conlleva a ser el 

único país en la región en estar en la lista. Esto se debe a que la violencia y la presión hacia las 

personas religiosas es un problema en Colombia, impulsado por factores como el antagonismo 

étnico, la corrupción, el crimen organizado y la intolerancia secular. 

 En consecuencia, Colombia se encuentra en un nivel de persecución severa. Estos datos 

van en contra de lo establecido constitucionalmente y lo que se estableció en la jurisprudencia de 

la Corte Constitucional de Colombia (Sentencia C-088/, 1994), en la que se advierte que ejercer 

una creencia no debe ser motivo de restricción, discriminación o desigualdad. 
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Nota: Tomado de (Puertas Abiertas, 2023). 

De acuerdo con información proporcionada por la Oficina de Libertad Religiosa 

Internacional, en Colombia la mayoría de la población se compone de católicos (73%), seguidos 

por un 14% de protestantes, y el 11% de ateos o agnósticos. También hay un pequeño porcentaje 

de personas (2%) que practican otras religiones, por ejemplo, los Menonitas, adventistas del 

séptimo día, Iglesia de Dios Ministerial de Jesucristo Internacional, entre otros. No obstante, 

según informa el Departamento de Investigación de Puertas Abiertas en Colombia, en zonas 

rurales y de conflicto más de la mitad de los cristianos son víctimas de extorsión y amenazas de 

muerte, y se les impide evangelizar y son vigilados constantemente. Además, los misioneros 

cristianos y los nativos que cambian sus creencias ancestrales enfrentan una fuerte oposición y 

Gráfica  1  Lista Mundial de la Persecución 2023 [Infografía]. 
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pueden sufrir la privación de su libertad, abuso físico, confiscación de sus bienes, y otros tipos de 

castigo (U.S. Department of State , 2020). 

El informe correspondiente al año 2020 proporciona información sobre las principales 

fuentes de persecución religiosa hacia los creyentes, entre ellas se encuentran: líderes de grupos 

étnicos, líderes religiosos que no pertenecen al cristianismo, familiares, grupos paramilitares, 

organizaciones delictivas, ciudadanos y pandillas, funcionarios gubernamentales, partidos 

políticos y grupos ideológicos. Estas fuentes pueden generar amenazas, acoso, extorsión e 

incluso asesinatos de líderes religiosos y miembros de denominaciones religiosas. Todo esto, a 

causa de una creciente intolerancia hacia las referencias y opiniones religiosas en la esfera 

pública. 

Lo identificado y registrado por la ONG Puertas Abiertas resulta opuesto a la carta 

constitucional de Colombia al reconocer en su artículo 19 que se debe garantizar esta libertad, 

asegurando el derecho de cada uno de poder profesar y difundir su creencia individual o grupal. 

Además, se establece que las confesiones tienen la misma libertad y derechos ante la ley 

(Constitución Política de Colombia, 1991, Art. 19).  Del mismo modo, la (Sentencia C-088, 

1994) advierte que, se prohíbe cualquier forma de restricción, discriminación o desigualdad 

basada en el ejercicio o práctica de una religión o creencia religiosa. 

A pesar de lo mencionado anteriormente sobre la protección constitucional y 

jurisprudencial, y el reconocimiento por parte del Estado colombiano de la variedad de creencias 

religiosas y su igualdad ante la ley, hay temas que son susceptibles de controversia en la esfera 

pública y son atribuidos a convicciones religiosas particulares, tales como: la concepción, el 

concepto de familia, la composición del matrimonio, la adopción entre parejas del mismo sexo, 

entre otros temas que resultan en prejuicios hacia el sector religioso e indirectamente quedan 
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secuelas de discriminación, discursos de odio y una creciente secularización radical e 

intolerancia religiosa. 

Una gran cantidad de creyentes en Colombia enfrentan un gran desafío al practicar su 

religión, ya que el país se encuentra entre los que tienen un alto nivel de persecución religiosa en 

todo el mundo. La discriminación, la violencia, la intolerancia y los abusos son comunes para 

ciertos grupos religiosos, lo que causa graves consecuencias y limitaciones en el derecho en un 

país donde conviven múltiples confesiones. Además del hostigamiento religioso que enfrentan 

las personas en Colombia en general, los servidores públicos enfrentan una limitación adicional 

debido a las características inherentes a su función, como ser parte del Estado, tener un mayor 

poder político que la ciudadanía en general y estar directamente vinculados al principio de 

laicidad.  

Un ejemplo reciente del conflicto entre la laicidad y la libertad de cultos de un servidor 

público se encuentra en la decisión (Sentencia T-124, 2021)  de la Corte Constitucional, donde se 

adopta una postura restrictiva y señala que los altos funcionarios desconocen los principios de 

laicidad y libertad de cultos cuando divulgan su afiliación religiosa en el ejercicio de sus 

funciones públicas, lo que puede generar confusión en la ciudadanía al interpretar una opinión 

personal como un mensaje oficial, por lo tanto, es necesario hacer la distinción expresa y clara, o 

en su defecto, el servidor público abstenerse de generar pronunciamientos de su confesión a 

través de canales oficiales o de representación del Estado.  

Tras el análisis de este primer capítulo, se puede concluir que el derecho a la libertad 

religiosa en Colombia debe ser comprendido a través del contexto histórico y político de cada 

época. Para abordar temas como laicidad, principio de igualdad, pluralismo, tolerancia religiosa 

y no discriminación por credo, es fundamental examinar el desarrollo constitucional de este 
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derecho como un reconocimiento humano y fundamental. Además, se han considerado referentes 

teóricos sobre la armonización de la libertad de credo con el principio de laicidad, con el fin de 

identificar las limitaciones jurídicas y de facto en el ejercicio libre de la identidad religiosa. 
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Capítulo II  

Interpretación y Aplicación Institucional del Derecho a la Libertad Religiosa y de Cultos en 

funcionarios públicos 

La investigación adopta un enfoque funcionalista basado en las teorías de Cadenas 

(2016), ya que se observa la ineficacia de las normas existentes y la falta de funcionalidad de las 

instituciones encargadas de garantizar el derecho en todas sus formas. Además, se trata de una 

investigación proyectiva que propone una nueva perspectiva mediante la aplicación universal del 

derecho humano y su defensa y protección para los funcionarios públicos en Colombia. Existen 

informes de distintas ONG como Puertas abiertas o Aids to the Church in Need, donde señalan 

detonantes que provocan un rechazo y una limitación al ejercicio religioso en Colombia, es aquí 

donde cobra sentido el enfoque funcionalista ya que es un deber de la ley garantizar y proteger a 

los que profesan alguna religión (Puertas Abiertas, 2023).  

La investigación se basa en la utilización del método analítico-interpretativo, que permite 

establecer una relación entre la realidad del ser humano y la norma, con el objetivo de adaptarla a 

las necesidades sociales. Además, se empleará el método de análisis-síntesis de fuentes 

documentales de información explicado por María Elinor Dulzaides Iglesias y Ana María Molina 

Gómez (Dulzaides & Molina, 2004). La información recopilada para el análisis de esta 

investigación incluirá la respuesta a la pregunta de investigación, que se obtendrá mediante la 

aplicación de los métodos mencionados anteriormente, así como la normativa actual relacionada 

con la protección y garantía de los derechos religiosos, junto con los informes que evidencien la 

violación de los derechos religiosos universales en individuos, especialmente aquellos en 

funciones públicas. 
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Es importante destacar que los conceptos relacionados con el método están basados en 

casos concretos en los que se presenta el choque entre el principio de laicidad y esta libertad de 

los servidores públicos, lo cual ha sido abordado por la Corte Constitucional de Colombia. Por 

esta razón, la hipótesis que se plantea en este estudio tiene un enfoque sociojurídico, ya que no 

solo se trata de comprender la norma en su sentido literal, sino que también requiere un 

reconocimiento y aplicación de todas las circunstancias, especialmente en el ámbito público. 

Se establecerá una relación interdisciplinaria entre el derecho y la sociología para 

demostrar la necesidad de estas dos ciencias en la efectividad de la legislación vigente y la 

garantía de los derechos religiosos de los servidores públicos y personas en general, 

independientemente de su afiliación religiosa. 

 Para lograr este objetivo, se utilizará una herramienta del método analítico-interpretativo 

que consiste en un análisis de la información estadística para describir de manera objetiva y 

sistemática la información encontrada en fuentes documentales como la normativa procesal y 

jurídica existente, informes y estudios. Esta técnica de investigación permitirá interpretar el 

contenido de la información y obtener datos cuantitativos relevantes para la investigación. 

La Valoración del Derecho a la Libertad Religiosa y de Cultos en el Marco Legal Vigente  

El preámbulo constitucional menciona la protección de Dios, pero no establece una 

religión oficial, lo que supone una diferencia fundamental. En lugar de ello, se otorga un 

tratamiento diferente a esta libertad, con la laicidad estatal que reconoce e iguala las condiciones 

para todas las creencias religiosas. Estas prerrogativas se mencionan en los artículos 13, 18, 19 y 

20. Además, en el artículo 93 sobre bloque de constitucionalidad, se amplía la protección del 
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derecho a través de instrumentos internacionales, lo que lo convierte en un derecho fundamental 

(Constitución Política de Colombia, 1991).  

Algunos de los acuerdos internacionales ratificados por Colombia son la Declaración 

Universal de Derechos Humanos (ONU, 1948), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (ONU, 1966), la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y 

discriminación fundadas en la religión o las convicciones (ONU, 1981), la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (CIDH, 1948) y la Convención Americana de 

Derechos Humanos (Pacto de San José, 1969).  

La Constitución reconoce la importancia de mantener la laicidad estatal en relación con 

los asuntos religiosos y no se refiere a ninguna fe específica y en el artículo 19, reconoce la 

libertad de culto, otorgando a todos, la posibilidad de profesar y difundir su religión ya sea 

individualmente o en grupo. De la misma manera, se establece que las confesiones tienen la 

misma libertad y derechos ante la ley. Sin embargo, la Ley citada, señala que la nación debe 

tener en cuenta los sentimientos religiosos de los ciudadanos. 

En términos jurisprudenciales, decisiones como la (Sentencia C-664, 2016) y la 

(Sentencia T-197, 2018) han otorgado un trato igualitario a todas las creencias, permitiendo que 

el Estado establezca relaciones de colaboración con diversas confesiones siempre y cuando se 

mantenga neutralidad para asegurar la igualdad y el principio de laicidad. Un ejemplo claro de 

neutralidad religiosa es lo señalado en (Sentencia T- 524, 2017), donde se señala que las 

instituciones educativas oficiales en Colombia tienen la obligación de mantener una postura 

neutral en materia religiosa y no favorecer a ninguna religión en particular. Esto se basa en el 

principio de neutralidad religiosa establecido en la Constitución Política de 1991. 
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Es importante resaltar que existen marcos normativos que establecen de manera precisa el 

objeto de investigación en lo que respecta a esta libertad. La Ley Estatutaria (Ley 133, 1994) 

desarrolla el derecho, tal y como está reconocido constitucionalmente. La ley proporciona las 

siguientes definiciones: a) se refiere a la posibilidad que tiene cada uno de profesar cualquier 

creencia que desee o falta de ellas; variar de confesión; expresar de manera libre sus creencias o 

su falta de ellas, o no hacer declaraciones frente a aquellas; y b) desarrollar actos de oración y 

culto, celebrar las fiestas sin ser objeto de molestias. Estas disposiciones se tomaron del artículo 

18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ONU, 1966). 

Al interior del ordenamiento jurídico colombiano se han generado normas para blindar y 

fortalecer el derecho a creer, entre algunos ejemplos se encuentra la Ley Antidiscriminación 

1482 de 2011, que busca sancionar todo acto de vulneración o discriminación por razón de raza, 

etnia, nacionalidad, sexo, orientación sexual o religión (Ley 1482, 2011). Posteriormente, se 

expide la Ley 1801 de 2016 en lo que refiere al Código Nacional de Seguridad y Convivencia 

Ciudadana, donde se crea una especial protección a comunidades religiosas en sus lugares de 

culto en el artículo 40 numeral 5 (Ley 1801, 2016, Art. 40). Sucesivamente, en el Plan Nacional 

de Desarrollo 2018- 2022 en su artículo 244 se logra estimular la formulación de la política 

pública de libertad religiosa para que, en consecuencia, se lograran impulsar Comités de Libertad 

Religiosa a nivel local o municipal, distrital, departamental y nacional, como una forma de 

participación y construcción del sector interreligioso (DNP, 2018).  

Es inherente y se encuentra por encima de cualquier ley. La actuación legítima del Estado 

debe medirse por su capacidad salvaguardar y respetar este derecho. Por lo tanto, la inmunidad 

de coacción y la no exclusión razones religiosas son elementos esenciales ejercer esta libertad. 

Instrumentos internacionales como el artículo 18, numeral 2 del Pacto Internacional de Derechos 



39 

 

Civiles y Políticos (ONU, 1966, Art. 18) y el artículo 12, numeral 2 de la (Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, 1969, Art. 12) (CIDH) que establecen que ninguna 

persona debe ser sometida a medidas coercitivas o restrictivas que limiten su libertad religiosa. A 

nivel nacional, la ley antes mencionada en su artículo 3, señala que la diversidad en materia 

religiosa no puede ser utilizada para justificar la desigualdad o la discriminación.  

Según lo establecido en la (Sentencia T-621, 2014), los conceptos fundamentales de 

laicidad del Estado, pluralismo religioso y neutralidad constitucional prohíben la segregación por 

motivos religiosos, ya sea en términos individuales o colectivos. 

El derecho no es absoluto, ya que la CIDH en el artículo 12, numeral 3, establece que la 

práctica de la religión tiene limitantes legales para salvaguardar varios derechos entre ellos la 

seguridad y el orden público (Pacto de San José, 1969, Art. 12). Además, la Ley Estatutaria, 

incluye componentes relacionados con el orden público y la protección de la sociedad 

democrática (Ley 133, 1994). En cuanto a las limitaciones, el Tribunal Constitucional en la 

decisión (Sentencia C-817/11, 2011) ha establecido que no son admisibles las medidas 

legislativas que desincentiven o tengan consecuencias jurídicas desfavorables contra individuos o 

colectivos que no compartan la confesión religiosa común, que practiquen otra religión, que no 

tengan ninguna religión o que manifiesten abiertamente su rechazo. 

Para Oliveras el derecho protege las creencias religiosas y las convicciones ideológicas, 

por lo que las personas con posturas ateas o agnósticas están amparadas por la libertad ideológica 

(Oliveras, 2014). Aunque la elección de tener o no una creencia religiosa es parte de la libertad 

de creer, la Ley 133 establece ciertas restricciones al ámbito de aplicación, limitando, por 

ejemplo, a las actividades tales como la parapsicología, el satanismo, la magia, las 
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supersticiones, el espiritismo u otras similares que no están relacionadas con la religión (Ley 

133, 1994). 

A pesar de los esfuerzos por promover la no discriminación religiosa, sigue siendo una 

realidad en Colombia. El (Decreto 437, 2018) busca combatir esta situación, pero la CIDH en su 

artículo 20° numeral 1° se realiza un llamado a la prohibición legal de cualquier propaganda que 

fomente el odio religioso y pueda provocar incitación a la violencia o a acciones ilegales en 

contra de individuos o grupos de personas, por cualquier motivo o debido a la religión (ONU, 

1966).  

En este sentido, la Comisión IDH ha establecido un precedente en el informe de país 

sobre Argentina en 1980, en el cual se establece que las naciones deben implementar programas 

para controlar a los grupos discriminatorios, que fomentan la animosidad religiosa, que llevan a 

cabo actividades que obstaculizan estos derechos (CIDH, 1978).  

Línea Jurisprudencial de la Corte Constitucional Frente a la Libertad Religiosa de los 

Servidores Públicos1 

Dado que no existe una normativa específica en Colombia que regule el derecho humano 

de los servidores públicos, la estrategia de investigación propuesta busca analizar la evolución 

histórica de la realidad social y cómo el derecho y la sociedad perciben la identidad religiosa de 

los servidores públicos, empleando el método analítico-interpretativo. 

 Por lo tanto, se analizarán criterios, rupturas y novedades en los pronunciamientos de la 

Corte Constitucional, así como los conflictos sociales y las dinámicas generadas entre las 

 

 

1 Anexo 1. Cesión de Derechos de Autor. 
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personas y el Estado. De igual manera, se identificará cómo el sistema judicial interpreta los 

conflictos sociológicos que surgen entre el principio de laicidad y el derecho de los servidores 

públicos. 

La hipótesis planteada implica una comprensión integral que abarca tanto dimensiones 

objetivas como subjetivas, y se construye de manera dinámica y dialéctica entre ambas 

dimensiones, tal como lo explican Berger & Luckmann (2001) en el marco del enfoque 

construccionista. 

La Constitución Política Colombia (1991) establece el derecho humano y fundamental a 

la libertad religiosa y el principio de laicidad, lo cual separa al Estado y al servicio público de 

cualquier religión específica. En este contexto, la Corte Constitucional cumple un papel 

importante al proteger la libertad de cada individuo y, al mismo tiempo, garantizar que el Estado 

y sus representantes no violen el principio de laicidad. En este sentido, se busca en esta línea 

jurisprudencial determinar si se viola este derecho y el principio de laicidad cuando un servidor 

público o representante del Estado colombiano expresa su opinión sobre una religión específica. 

A través del uso de la analogía permisiva, se han encontrado criterios y subreglas de derecho que 

orientan la posición actual de la Corte Constitucional, la cual ha evolucionado a lo largo del 

tiempo. 

La Sentencia C-027 de 1993 se considera como el inicio de una nueva línea 

jurisprudencial en la que se aborda la cuestión de las injerencias de una religión específica en las 

funciones públicas del Estado colombiano. La sentencia se refiere a la Ley 20 de 1974, que 

aprueba el Concordato entre la República de Colombia y la Santa Sede. A partir de esta 

sentencia, la Corte Constitucional comenzó a establecer criterios específicos sobre la relación 

entre la función pública y la religión: 1) Una religión en concreto no puede ser favorecida por 
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alguna erogación presupuestal, de ser así, violaría el artículo 355 de la Constitución Política; 2) 

el Concordato limita la libertad de culto y religión de los militares en servicio activo y puede ser 

discriminatorio hacia otras creencias e iglesias, 3) es constitucional que los clérigos y religiosos 

no sean obligados a ocupar cargos públicos que contradigan sus creencias, 4) el ministerio 

sacerdotal o eclesiástico no es considerado una función pública según la Constitución 

colombiana (Sentencia C-027, 1993). 

En 1993, la Sentencia C-568 examinó la constitucionalidad de las leyes que establecen 

días festivos religiosos, específicamente los de la religión católica. Según la Corte 

Constitucional, el legislador tiene la facultad de crear el calendario laboral y los días de 

descanso, pero no puede modificar los días festivos establecidos por la religión católica, ya que 

esto podría vulnerar los derechos de dicha religión. Por lo tanto, los días festivos religiosos no 

católicos no obligan a los ciudadanos no católicos a participar en las celebraciones religiosas, 

sino que pueden disfrutar de ellos como días de descanso establecidos por el legislador. Es 

importante que el legislador actúe de manera neutral al momento de legislar, evitando vulnerar la 

pluralidad religiosa (Sentencia C-568, 1993). 

En la Sentencia C-088 de 1994 se realizó un análisis sobre La Ley Estatutaria de Libertad 

Religiosa, con el objetivo de determinar si algunas expresiones contenidas en la ley podían 

vulnerar la libertad de aquellos que predican una religión diferente a las reconocidas por la ley. 

La Corte Constitucional destacó que, aunque Colombia es un Estado neutral en materia religiosa, 

respeta la diversidad de religiones y creencias de las personas, por lo que no prohíbe la práctica 

de una religión siempre y cuando se realice dentro de los límites jurídicos y no se vulneren los 

derechos de otras personas (Sentencia C-088, 1994). 
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La Sentencia C-350 de 1994 es una de las más relevantes de la Corte Constitucional en 

este tema, debido a que se trata de un asunto polémico que involucra a un representante del 

Estado. En esta sentencia se analiza si la consagración oficial del país al Sagrado Corazón de 

Jesús viola la Constitución y la igualdad entre todas las religiones. Se cuestiona si es 

constitucional que el presidente de Colombia realice periódicamente esta consagración, como se 

estipula en las leyes estudiadas por la sentencia. La Corte indica que, desde la Constitución de 

1991, Colombia es un Estado laico y, por lo tanto, se establece la separación entre Estado e 

Iglesia. Por tanto, esta consagración es contraria a la Constitución de 1991 e incluso podría 

vulnerar la libertad del presidente de la República, quien no puede ser obligado a realizar 

prácticas contrarias a sus creencias espirituales. Además, la consagración simboliza la unidad 

nacional y no puede hacer manifestaciones en favor de una religión específica (Sentencia C-350, 

1994). 

La Corte Constitucional aborda el problema jurídico de determinar si existen actividades 

que forman a los servidores públicos que pueden violar el derecho en la Sentencia T- 332 de 

2004. Sin embargo, como sucede con todos los derechos fundamentales, estas libertades no son 

absolutas y están sujetas a ciertos límites que permiten conciliar el ejercicio legítimo de estos 

derechos con los derechos de otros y las necesidades del orden público y la seguridad jurídica de 

todos (Sentencia T-332, 2004). 

En la Sentencia C-766 de 2010, la Corte Constitucional enfatiza el principio de laicidad y 

su importancia en el Estado colombiano. Al nombrar a un municipio como "Ciudad Santuario", 

el Estado está dando privilegio y promoviendo una religión en particular, lo cual va en contra del 

carácter neutral y pluralista del Estado. La Corte indica que el Estado no puede favorecer a un 

grupo religioso en específico, ya que esto iría en contra de la Constitución y violaría este derecho 
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de otros grupos. En esta línea, se reitera la prohibición del Estado de patrocinar una religión en 

particular, ya que esto contravendría la Constitución y vulneraría derechos fundamentales 

(Sentencia C-766, 2010). 

En concordancia con el principio de laicidad, la Sentencia C-817 de 2011 declaró 

inconstitucional la Ley de honores que permitía la celebración de los 50 años de la diócesis del 

Espinal, ya que el contenido religioso presente en esta ley era contrario a los principios de 

igualdad religiosa. La Corte Constitucional reiteró que el Estado no puede tomar decisiones que 

favorezcan o perjudiquen a un credo particular, y que los honores otorgados a personajes 

importantes deben tener una función netamente secular (Sentencia C-817, 2011). En la Sentencia 

T-139 de 2014, la Corte confirmó que la laicidad del Estado y este derecho son conceptos 

equiparables, y que los agentes estatales tienen el deber de evitar tratamientos favorables o 

perjudiciales a una religión en particular. Además, la Corte reiteró que el Estado no puede 

vincular el poder público a determinadas expresiones de culto mediante algún reconocimiento 

(Sentencia T-139, 2014). 

La Corte Constitucional ha adoptado diferentes posturas en sus sentencias, como se 

puede apreciar en la Sentencia C-948 de 2014. En esta ocasión, se analizó la constitucionalidad 

de la Ley 1710 de 2014, que busca honrar la labor religiosa y social de Laura Montoya Upegui. 

En este fallo, la Corte reconoció y desarrolló los principios de laicidad e igualdad religiosa, 

indicando que las leyes colombianas no pueden favorecer a una religión en particular y que su 

contenido debe tener un carácter cultural o social, y no religioso. A pesar de esto, la Corte 

reconoció la labor social que Laura Montoya Upegui llevó a cabo con comunidades indígenas y 

afroamericanas en un momento en el que no eran reconocidos, lo que llevó a que se declarara la 
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exequibilidad de la ley debido a la labor social de la religiosa y al momento histórico en el que se 

dio, cuando Colombia aún no era un Estado laico (Sentencia C-948, 2014). 

En ciertas ocasiones, la Corte ha tomado una postura de protección y tutela hacia esta 

libertad, cuando el Estado o un funcionario ha violado el derecho de una persona a ejercer su 

convicción espiritual. Tal es el caso de las Sentencias T-152 de 2017 y T-524 de 2017. En la 

primera sentencia, la Corte estableció criterios en torno al derecho a la religiosidad, como por 

ejemplo que no puede ser impuesta por el Estado o por otra persona, ni prohibida por la 

autoridad o particulares. Asimismo, se enfatizó en que la manifestación pública de la creencia es 

una parte integral del ejercicio de esta libertad de cultos, y no solo su protección en la esfera 

privada (Sentencia T-152, 2017). 

La sentencia T-124 de 2021 es un hito importante en la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional y es relevante para el análisis actual, ya que aborda un tema novedoso desde una 

perspectiva fáctica y jurídica: la expresión de la convicción religiosa por parte de los servidores 

públicos o representantes del Estado en las redes sociales. Además de confirmar la doctrina 

existente sobre esta y el principio de laicidad, esta sentencia establece criterios importantes para 

otros derechos, como la libertad de expresión de los funcionarios públicos: 

(1) su titularidad es universal sin discriminación, compleja, y puede involucrar intereses 

públicos y colectivos, además de los intereses privados del emisor de la expresión;  (2) 

sin perjuicio de la presunción de cobertura de toda forma de expresión por la libertad 

constitucional, existen ciertos tipos específicos de expresión respecto de los cuales la 

presunción es derrotada, por consenso prácticamente universal plasmado en tratados 

internacionales que obligan al Estado colombiano; (3) existen diferentes grados de 

protección constitucional en los variados ámbitos de la expresión humana amparados por 
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la libertad de expresión stricto senso, por lo cual hay tipos de discurso que reciben una 

protección más reforzada que otros – lo cual tiene efectos directos sobre la regulación 

estatal admisible y el estándar de control constitucional al que se han de sujetar las 

limitaciones; (4) la expresión protegida por esta libertad puede ser tanto la del lenguaje 

convencional, como la manifestada a través de conducta simbólica o expresiva 

convencional o no convencional; (5) la expresión puede efectuarse a través de cualquier 

medio elegido por quien se expresa, teniendo en cuenta que cada medio en particular 

plantea sus propios problemas y especificidades jurídicamente relevantes, ya que la 

libertad constitucional protege tanto el contenido de la expresión como su forma y su 

manera de difusión; (6) la libertad constitucional protege tanto las expresiones 

socialmente aceptadas como las que son inusuales, alternativas o diversas. Esto incluye 

las expresiones ofensivas, chocantes, impactantes, indecentes, escandalosas, excéntricas o 

simplemente contrarias a las creencias y posturas mayoritarias. La libertad constitucional 

protege tanto el contenido de la expresión como su tono. (7) Sin embargo, el ejercicio de 

esta libertad conlleva deberes y responsabilidades para aquellos que se expresan. (8) 

Además, impone obligaciones claras a todas las autoridades del Estado, así como a los 

particulares. (Sentencia T-124, 2021, Numeral. 51) 

La Corte Constitucional hace un llamado a ser cautelosos en el uso de las redes sociales, 

especialmente en medios masivos como Twitter o Facebook, ya que su participación en estos 

medios tiene una gran difusión y son un canal de opinión pública. Los altos funcionarios tienen 

que ser especialmente cuidadosos, ya que sus declaraciones pueden tener una gran atención. En 

la Sentencia T-124 de 2021, la Corte habla específicamente de las cuentas personales de los 

funcionarios públicos en redes sociales, y aunque depende de cómo las manejen, existen 



47 

 

principios de buenas prácticas que deben seguir los funcionarios que representan la rama 

ejecutiva (Sentencia T-124, 2021). 

La Corte considera que es importante determinar si el mensaje que publica un funcionario 

público en las redes sociales es una opinión o si se trata de una declaración en el ejercicio de sus 

funciones y representación. El hecho de ser funcionario público no implica que deba renunciar a 

su derecho a la libertad de expresión o religiosa. Sin embargo, al ser una figura pública del 

Estado, el funcionario tiene una posición de garante y, por lo tanto, debe ser especialmente 

cuidadoso para evitar que sus opiniones afecten los derechos y libertades constitucionales de los 

ciudadanos. 

Tabla 1 Diagramación de la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre el derecho a 

la libertad religiosa y el principio de laicidad de los servidores públicos. 

 

¿Se vulnera el derecho a la libertad religiosa y el principio de laicidad cuando un 

funcionario público emite su opinión frente a una religión en particular? 

HIPÓTESIS 

POSITIVA 

2. Sí se vulnera 

la laicidad del 

Estado y la 

libertad 

religiosa 

cuando el 

servidor 

público 

exterioriza su 

espiritualidad. 

 

Sustento: 

Porque el 

servidor 

público en 

ejercicio de sus 

funciones se 

encuentra 

limitado en sus 

derechos 

individuales 

respecto a la 

libertad 

religiosa, al 

representar el 

Estado. 

La libertad 
religiosa tiene 

límites. 

Prohibiciones Recomendacio

nes/ 

exhortaciones/ 

limitantes 

  
Permisión 

con 

salvedades 

Permisión total HIPÓTESIS 

NEGATIVA 

1. No se vulnera 
la laicidad y la 

libertad religiosa 

cuando el servidor 
público 

exterioriza sus 

convicciones 
espirituales. 

 

Sustento: porque 
partiendo de los 

tratados 

internacionales la 
libertad religiosa 

del servidor 

público es un 
derecho humano y 

por ende tiene 

plena garantía. 
(Amparo a la 

libertad 

religiosa) 

      
Fundadora de 

línea 

C-027/93      
Interpretativa 

C-568/93 
    

Exhorto 

imperfecto 
C-088/94 

 

   
Confir

madora 

de 
doctrin

a 

Senten
cia C-

350/94 

  

 
Confirmadora 

de doctrina 

Sentencia T-

332/04 

    

Confirmadora 
de doctrina 

Sentencia C-

766/10 
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Confirma
dora de 

doctrina 

C-817/11 

   

 
Confirmadora 

de doctrina 

Sentencia T-

139/14 

    

   
Confir

madora 

de 
doctrin

a 

C-
948/14 

  

     
Confirmadora de 

doctrina 

T-152/17 

     
Confirmadora de 
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Nota: elaboración Propia. 

En esta diagramación se muestra la variación de la posición de la Corte Constitucional 

frente al derecho de libertad religiosa de los servidores públicos, siendo el lado derecho las 

posiciones permisivas y el lado izquierdo tomando una posición restrictiva.  

Es un derecho fundamental consagrado en la Constitución de 1991, que implica 

responsabilidades y obligaciones para el Estado, el cual está representado por diversos 

funcionarios públicos. Este trabajo se enfoca en el análisis de la postura de la Corte 

Constitucional en relación con esta libertad y el principio de laicidad del Estado en situaciones 

en que los funcionarios públicos expresan abiertamente sus creencias religiosas.  

Por un lado, se reconoce que es un derecho plenamente garantizado y que todas las 

personas tienen la libertad de profesar y difundir su religión. Por otro lado, es evidente que un 

funcionario público, como representante del Estado, debe mantener una postura neutral al 

expresar opiniones religiosas para evitar la violación de los derechos fundamentales de la 

sociedad o de otros cultos religiosos. 
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Nota: elaboración Propia. 

En la estructura del nicho citacional se puede identificar las tipologías de sentencia según 

su color y nivel, para relacionar cuáles son las más referenciadas con la alta corte. 

Lo identificado en la línea jurisprudencial y en el nicho citacional es que el núcleo 

esencial del derecho a la libertad religiosa para la Corte Constitucional se basa en la no 

prevalencia de una religión sobre otra. La jurisprudencia constitucional ha determinado que este 

derecho implica permitir la diversidad de cultos y garantizar que las manifestaciones religiosas 

no afecten los derechos fundamentales de las personas. Además, se reconoce que la libertad 

religiosa no solo protege las manifestaciones positivas de la religión, como la práctica de un 

credo o ritos religiosos, sino también las negativas, como la posibilidad de no pertenecer a 

Gráfica  2 Nicho citacional. Sentencias estudiadas en la línea jurisprudencial. 
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ninguna religión o no participar en actos de culto. En resumen, el núcleo esencial del derecho a 

la libertad religiosa implica la igualdad de trato y la no discriminación basada en la religión, así 

como el respeto a la autonomía individual en materia de creencias y prácticas religiosas. 

El Principio de Laicidad y el Derecho a la Libertad Religiosa del Servidor Público 

En primer lugar, es importante destacar que se considera un derecho humano, mientras 

que la laicidad se considera un bien colectivo y una garantía institucional que corresponde a los 

Estados. En esta investigación, ambos conceptos son objeto de debate y confrontación, pero se 

pueden identificar ciertas características compartidas por estos dos principios. En concreto, se 

trata de normas o mandatos que implican una acción u omisión general y obligatoria, tienen un 

nivel jerárquico elevado en comparación con otras normas o reglas, tienen una dimensión 

cualitativa y es responsabilidad del Estado garantizar y proteger estos principios.  

Para ser más precisos sobre esta libertad de un funcionario público en un Estado laico, es 

importante desarrollar dos principios. Por un lado, la “laicidad” se entiende como la neutralidad 

hacia las religiones o iglesias, que implica el respeto por la pluriconfesionalidad y el trato 

igualitario ante la ley, y que el orden político está obligado a garantizar. La laicidad puede tener 

dos aspectos: en el caso de la libertad del ciudadano en general, la laicidad se asume como una 

garantía de su derecho a aquella, mientras que, en el caso de los funcionarios públicos, la 

laicidad se convierte en una restricción o límite a esa libertad. 

En lo que respecta a la libertad de religión, las organizaciones de protección de los 

derechos humanos, como las Naciones Unidas, entienden este derecho como la capacidad de 

elegir libremente una religión y practicarla sin interferencias indebidas. Como se ha indicado en 

el marco legal de esta investigación, este derecho fundamental está garantizado por el artículo 18 
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de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 18 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos y la Declaración sobre la Eliminación de todas las formas de 

Intolerancia y Discriminación fundadas en la Religión o las Convicciones. Es un tema que nos 

involucra y obliga a todos, ya que se refiere a la libertad de las personas para creer y actuar según 

sus creencias. 

Este derecho fundamental es reconocido por el derecho internacional y constitucional de 

la mayoría de los países a nivel mundial, junto con la libertad de pensamiento y de conciencia. 

Por lo tanto, es importante evitar la persecución, la discriminación y las desigualdades en este 

ámbito (Baena, comunicación personal, 15 de junio de 2016).  

Esta investigación explora si el principio de laicidad y el derecho a la libertad religiosa 

pueden coexistir para los servidores públicos. Históricamente, ha habido tensiones entre el poder 

político y el poder religioso, así como entre el principio de laicidad y este derecho humano. Estas 

tensiones se han reflejado en la jurisprudencia, que ha variado con el tiempo en cuanto a la 

relación entre la religión y el poder público. En años recientes, gracias al reconocimiento del 

aporte de la religión a la sociedad, el Estado ha dejado de ver el tema religioso desde una 

perspectiva de mera tolerancia y ha comenzado a valorar su importancia en la formación de 

ciudadanos responsables. Este cambio de enfoque requiere medidas afirmativas para proteger y 

garantizar esta libertad como un derecho fundamental.  

El sujeto de esta investigación es el servidor público, quien posee una identidad parcial 

que está condicionada por su función de representar a una institución en particular, así como por 

su sujeción legal y reglamentaria. Dado que el servidor público tiene un papel de representación, 

está sujeto a una restricción especial que incluye su personalidad moral. En otras palabras, el 

Estado tiene en cierta medida la personalidad humana o natural del servidor público. El foco de 
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estudio se centra en los actos que se llevan a cabo en el desempeño de las funciones del servidor, 

ya que es necesario distinguir entre su ámbito individual y su rol como autoridad estatal, ya que 

el conflicto surge cuando los actos individuales entran en conflicto con su investidura. La 

combinación de estas dos personalidades (la individual o privada y la de servidor público) puede 

limitar los derechos personales del individuo. 

En el ejercicio de sus funciones, el servidor público se ve sujeto a ciertas restricciones en 

su derecho, incluyendo la prohibición de expresar o divulgar su afiliación religiosa o creencias, 

la necesidad de actuar en consonancia con el principio de laicidad y la limitación de algunos de 

sus derechos personales, como el de elegir libremente y practicar su religión preferida y recibir 

un trato preferencial basado en su creencia religiosa. Además, hay restricciones más explícitas, 

como las establecidas en el artículo 151 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, 

que prohíbe a los profesionales que ejercen ministerios religiosos participar en la administración 

de justicia (Ley 270, 1996). 

Con el fin de garantizar el pleno disfrute de los derechos de un servidor público, podría 

utilizarse la técnica de ponderación de principios para determinar si se le concede el derecho o si 

existe alguna limitación. El uso de esta técnica permitirá evaluar el peso y el grado de afectación 

de la libertad en casos específicos que involucren a ciudadanos o personas que desempeñen 

funciones públicas. Dado que es un derecho fundamental que puede verse afectado en algunos 

casos, es necesario aplicar pruebas de ponderación, como el conocido test integrado de igualdad, 

con un nivel estricto para determinar si se produce una afectación prima facie. 

En esta investigación, es importante incluir el principio de igualdad, ya que es un 

elemento fundamental para comprender el trato desigual que reciben los servidores públicos. Por 

un lado, está la igualdad formal, que se encuentra en el artículo 13 de la Constitución Política 
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Colombiana, y que establece que todos somos iguales ante la ley. Por otro lado, está la igualdad 

real o material, que se trata de tratar igual a los iguales y desiguales a los desiguales, y que es el 

fundamento para restringir la libertad religiosa, de culto y de conciencia de los servidores 

públicos.  

Sin embargo, es importante tener en cuenta que la aplicación de una igualdad material 

sobre desiguales podría empeorar la situación de los servidores públicos y afectar sus derechos. 

Por lo tanto, en este caso en particular, el principio de igualdad debería permitir la 

autodeterminación religiosa de los servidores públicos. 

En la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha establecido que es un derecho 

fundamental que garantiza a toda persona la libertad de profesar cualquier religión o no profesar 

ninguna. Asimismo, las iglesias o grupos de oración tienen derecho a practicar sus creencias y 

educar a sus seguidores, siempre y cuando no afecten los derechos de otras personas. Sin 

embargo, el problema surge cuando un servidor público hace pública su afiliación religiosa, lo 

que puede generar un trato privilegiado a favor de una religión en particular y vulnerar los 

derechos de otros ciudadanos. La Corte se encuentra ante dos posibilidades: proteger la libertad 

religiosa del servidor público, independientemente de su rol como representante del Estado, o 

hacer prevalecer el principio de laicidad, instando al servidor público a abstenerse de hacer 

manifestaciones públicas sobre su convicción religiosa para evitar la vulneración de los derechos 

de sus representados. 

En varias decisiones judiciales se ha observado cómo este problema legal ha 

evolucionado a lo largo del tiempo. En algunos casos, la discusión se ha centrado en si un 

servidor público ha expresado sus creencias religiosas o si se han aprobado leyes que otorgan 

una preferencia a una religión específica a nivel municipal o individual. El objetivo de estos 
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debates es analizar si el Estado colombiano ha cumplido con su obligación de ser neutral y 

garantizar el artículo 19 de la Constitución Política, ya que, al ser un Estado laico, debe tratar de 

manera igualitaria la gran diversidad de creencias, cultos y religiones que puedan existir en el 

país y no favorecer a ninguna por motivos sociales, culturales o económicos. 

Cuando la Corte Constitucional habla de la laicidad del Estado colombiano, se refiere a la 

importancia de no dar prevalencia a ninguna religión sobre las demás. Por lo tanto, si un servidor 

público hace una manifestación subjetiva de sus creencias o se promulga una ley que beneficia a 

un municipio por su historia religiosa, es necesario analizar desde qué perspectiva se hacen estas 

declaraciones. Si se considera que estas manifestaciones pueden afectar los derechos 

fundamentales de las personas, se deben considerar como expresiones personales o unilaterales 

en las que el Estado no toma una posición privilegiada hacia una religión en particular. 

Desafortunadamente, se ha observado recientemente una tendencia hacia la moderación 

de la libertad en aquellos cargos de mayor responsabilidad y exposición. En esta línea, se tiene 

en cuenta tanto el grado de decisión como la influencia que estas personas tienen sobre sus 

colegas y la ciudadanía en general. En los sistemas democráticos, los servidores públicos suelen 

estar sometidos a un alto nivel de control y pueden ser subordinados a otros, lo que aumenta la 

importancia de preservar el principio de laicidad del Estado. 

Este capítulo se ha centrado en la identificación de la interpretación y aplicación 

institucional del derecho a la libertad religiosa y de cultos en los funcionarios públicos. Se 

analiza el marco legal vigente y una nutrida línea jurisprudencial de la Corte Constitucional en 

relación con la libertad religiosa de los servidores públicos. Esto permite realizar un análisis 

detallado de las posturas de la Corte en cuanto a las prohibiciones y permisiones de la libertad de 
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creencia en el ejercicio de funciones públicas. Finalmente, se destaca la aplicabilidad del 

principio de laicidad en personas con cargos públicos. 
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Capitulo III 

 Parámetros Convencionales y Constitucionales del Derecho a la Libertad de Religión o 

Creencias de los Servidores Públicos en el Sistema Jurídico Colombiano e Internacional 

En esta investigación se propuso identificar los parámetros legales, constitucionales, 

jurisprudenciales y convencionales del derecho a la libertad de religión o creencias de los 

servidores públicos en el sistema jurídico colombiano e internacional. Para ello, se empleó el 

método analítico-interpretativo con el fin de extraer los parámetros interpretativos y 

constitucionales, así como la normativa vigente y los informes de discriminación y persecución 

religiosa en Colombia. 

 De esta manera, en el primer capítulo se puede explorar el recorrido histórico y político 

de este derecho en Colombia, donde se presentarán diversas aproximaciones a la libertad de 

credo a partir de la conceptualización de varios autores, así como también se analizarán las 

tensiones históricas entre la religión y el Estado, para poder identificar la delimitación del 

problema. La intención del segundo capítulo es examinar cómo la sociedad y las instituciones 

estatales han interpretado y aplicado este derecho de los funcionarios públicos a través de 

tensiones jurisprudenciales entre el principio de laicidad y el derecho a la libertad religiosa de 

personas con facultades públicas.  

Y, por último, en este tercer capítulo se busca identificar los parámetros convencionales y 

constitucionales del derecho a la libertad de religión o creencias de los servidores públicos en el 

sistema jurídico colombiano e internacional para poder formular algunas consideraciones sobre 

los parámetros establecidos. 
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Parámetros Convencionales sobre la Libertad Religiosa de los Servidores Públicos 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) establece que los 

funcionarios públicos tienen derecho a la libertad de religión y creencias, incluido el derecho a 

profesar, expresar, preservar y cambiar su religión, y a ser protegidos contra la discriminación 

por motivos de religión o creencias. Sin embargo, los servidores públicos también están 

obligados a cumplir con sus deberes profesionales y no discriminen a otros o pongan en riesgo la 

protección de derechos humanos por motivos religiosos.  

 Por lo tanto, los funcionarios no deben usar sus posiciones y poderes para imponer su 

religión o creencia a otros, ni discriminar o excluir a nadie por sus creencias religiosas. En 

definitiva, los servidores públicos tienen derecho a la libertad de religión, siempre que ello no 

afecte a su capacidad para el ejercicio de sus responsabilidades profesionales (Comité de 

Derechos Humanos, 1993). 

El Relator Especial sobre la libertad de religión o de creencias de las Naciones Unidas 

contempla un digesto de normas internacionales que proporciona una guía de pronunciamientos 

de las resoluciones pertinentes del Consejo de Derechos Humanos, la Asamblea General y otros 

organismos de las Naciones Unidas (ONU), así como la jurisprudencia pertinente de los órganos 

creados en virtud de tratados y las disposiciones del derecho internacional humanitario. El 

Relator Especial también revisa los instrumentos de derechos humanos y la jurisprudencia 

pertinentes a nivel regional, que resultan de interés para la presente investigación 

específicamente en tres temas: discriminación por motivos de religión o creencias, religión del 

Estado y limitaciones al derecho de manifestar su propia religión (ONU, s.f.). 
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El primer parámetro para resaltar del Relator Especial de la ONU es la prohibición de 

discriminación por motivos de religión o creencias y la intolerancia secular, la cual es una 

práctica reprochada por varios instrumentos internacionales como: El Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), en el que, en sus artículos 2, 5, 26 y 27, se critican los 

actos encaminados a suprimir los derechos y libertades reconocidos, también se hace hincapié en 

la igualdad y protección ante la ley contra todo motivo de discriminación, incluso en presencia 

de minorías religiosas (ONU, 1966).  

Resulta apremiante resaltar la Declaración de la Asamblea General de 1981 porque en su 

artículo 2 estipula que la discriminación por motivos religiosos no puede provenir por ningún 

Estado, institución, grupo de personas o individuos, de ser así, se constituye una violación a la 

dignidad y los derechos humanos (ONU, 1981).  

Asimismo, hay que destacar lo reconocido en la Resolución 2005/40 de la Comisión de 

Derechos Humanos, porque insta a los Estados parte a que, a través de los funcionarios y 

empleados públicos en el ejercicio de sus funciones oficiales, garanticen, respeten y no 

discriminen las convicciones religiosas de las personas. Para la comisión, es necesario la 

tolerancia y no discriminación por parte de todos los agentes de la sociedad para dar garantía a la 

libertad de cultos (CDH, 2005). 

El segundo parámetro para destacar dentro de estos instrumentos convencionales es la 

religión del Estado, el Artículo 18 párrafo 9 de la Observación general 22 del Comité de 

Derechos Humanos es muy clara al señalar que, aunque para un Estado se reconozca una religión 

oficial o predominante, no quiere decir que se deba desconocer otras convicciones o personas sin 

algún credo (Comité de Derechos Humanos, 1993). 
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Es decir, es inadmisible la imposición de restricciones o limitaciones a los derechos 

religiosos de minorías, porque se traduciría en persecución religiosa por parte del Estado. Cabe 

señalar que, en el caso colombiano, la Constitución de 1991 estableció el principio de laicidad. 

Este principio protege a todas las religiones en igualdad de condiciones ante la ley, sin que 

ninguna sea oficial. 

El tercer parámetro transversal que es necesario vincular en esta investigación a partir del 

digesto, recae sobre las limitaciones que tiene el derecho a la libertad de cultos según la 

normativa interamericana e internacional. Para el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Político (ICCPR) y el Comité de los Derechos del Niño (CRC) las limitaciones deben estar 

previstas en la ley y deben ir dirigidas a salvaguardar bienes jurídicos tutelados como la 

seguridad, la salud, la moral y el orden público, asimismo las libertades fundamentales de los 

demás sujetos de derecho. Del mismo modo, un elemento fundamental es el que se reconoce en 

la Resolución 2005/40 de la Comisión de Derechos Humanos2 párrafo 12 (CDH, 2005, 

Paragrafo. 12) y resolución 6/37 del Consejo de Derechos Humanos párrafo 14 (CDH, 2007, 

Paragrafo. 14), cuando señala que las limitaciones que cada Estado disponga sobre la 

manifestación de la religión o creencia se deben aplicar de manera que no vicien el derecho a la 

libertad de pensamiento, conciencia y religión.  

En este mismo orden, el párrafo 3 del artículo 18 de la Observación General 22 del 

Comité de Derechos Humanos, indica que las limitaciones deben estar estrictamente relacionadas 

y proporcionales a la necesidad específica, es decir, las restricciones a la libertad religiosa no son 

 

 
2 Comisión de Derechos Humanos (CDH). Resolución 2005/40 - Resolución 6/37. 
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una regla general ni deben aplicarse de manera discriminatoria (Comité de Derechos Humanos, 

1993, Art. 18, Parágrafo 3).  

Una de las decisiones relevantes de la CIDH3 en esta materia es el caso Pavez Pavez Vs. 

Chile, sentencia del 4 de febrero de 2022, donde los alegatos presentados por las partes y la 

Comisión tratan sobre la responsabilidad del Estado, la existencia de una tensión entre la libertad 

religiosa y los derechos a la vida privada, la autonomía, el acceso a la función pública en 

igualdad de condiciones para acceder a un empleo. La Corte abordó los alegatos relacionados 

con la presunta discriminación sufrida por Sandra Pavez Pavez y las presuntas violaciones de sus 

derechos en ocasión a su libertad religiosa (CIDH, 2022). 

En este Tribunal, el tema central de debate es determinar si la selección de las personas 

encargadas de impartir clases de un credo religioso en una escuela pública por parte de una 

autoridad o comunidad religiosa se considera parte de la autonomía inherente al derecho a la 

libertad religiosa, es decir, se mide la “idoneidad del personal” en espacios públicos a partir del 

credo. La Corte concluye que es una medida discriminatoria exigir una religión en concreto para 

acceder a un cargo público. 

En un caso específico, la Comisión llamó al Estado de Guatemala4 a actuar con 

neutralidad frente a una situación de polarización religiosa entre la iglesia católica e iglesias 

protestantes. Este caso era extremo, ya que la neutralidad exigida por la Comisión no se trataba 

de una situación favorable de un culto en comparación con otros por razones históricas o 

sociológicas, sino algo mucho más elevado. El gobierno había encontrado aliados entre ciertos 

 

 
3 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2022, febrero 4). Caso Pavez, Pavez VS. Chile. 

4 Informe sobre la situación de los DDHH en Guatemala, capítulo VI–D (1983, octubre 3).   
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grupos religiosos y estaba persiguiendo abiertamente a otros. Por supuesto, la neutralidad a la 

que se refería la Comisión era un llamado al Estado para que detuviera su persecución al tomar 

parte de la violación a un derecho humano (OEA, 1983).  

Para escenarios donde se involucra la política, los funcionarios públicos y la religión, la 

Comisión también ha conocido de casos como el del Estado de Nicaragua5, puesto que, cuesta 

diferenciar la actividad religiosa de la política en espacios de gobernabilidad, sobre todo se 

identificó que es un detonante en regímenes autoritarios donde los líderes religiosos se ven 

inmersos en las luchas contra esos regímenes y al ser identificados como activistas sociales que 

ayudan a las poblaciones más necesitadas, resultan ser víctimas de persecución por su actividad 

social. En consecuencia, la Comisión Internacional de Derechos Humanos ha interpretado que la 

prohibición estatal de que los líderes religiosos participen en política o estén en contra de un 

gobierno, sus leyes y sus funcionarios, es incompatible con la libertad religiosa (OEA, 1979).  

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) ha conocido casos relacionados con 

discriminación religiosa, como el caso de Eweida y otros contra el Reino Unido, donde el 

derecho al trabajo y la libertad de decisiones de la personalidad están restringidos por razones 

religiosas. El TEDH considera que existen razones razonables y objetivas para restringir la 

libertad religiosa de un solicitante, con el fin de proteger los intereses de terceros, porque el 

empleador tiene una política de no discriminación para los usuarios del servicio. Por lo tanto, el 

TEDH no considera que el Estado haya excedido el margen de apreciación. En este sentido, se 

han planteado ante el TEDH cuestiones relativas a la libertad religiosa en el contexto de Estados 

que desean mantener su carácter laico (TEDH, 2013). 

 

 
5 Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Nicaragua - Capítulo VI–A (17 noviembre 1979). 
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Parámetros Constitucionales en Colombia Frente a la Libertad Religiosa de los Servidores 

Públicos 

La Corte Constitucional de Colombia ha afirmado que los servidores públicos tienen 

derecho a la libertad religiosa, pero también deben cumplir con sus deberes profesionales y evitar 

la discriminación basada en motivos religiosos. Es decir, puede haber restricciones debido al 

desempeño de su función que limiten su libertad religiosa. Dos decisiones destacables son la 

(Sentencia T-124, 2021) y la (Sentencia T-524, 2017), donde se enfatiza el deber de neutralidad 

en asuntos religiosos y se reconoce dicho derecho por el Estado. Por tal razón, la Corte insta a los 

servidores públicos a ser cautelosos al mostrar públicamente su religión, para evitar la apariencia 

de falta de objetividad o preferencia hacia una religión en específico. 

Aunque este derecho ha sido regulado de manera extensa por el marco jurídico nacional e 

internacional, este derecho no es absoluto, según lo establecido en el artículo 4 de la Ley 133 de 

1994, Estatutaria de Libertad Religiosa. Este artículo plantea limitaciones en relación al ejercicio 

de las libertades públicas y los derechos fundamentales de otras personas, así como en la 

salvaguarda de la seguridad, salud y moralidad pública, los cuales son elementos esenciales del 

orden público que son amparados por la ley en una sociedad democrática (Ley 133, 1994, Art. 

4). 

En el mismo orden del alcance de las restricciones, en sentencia T- 493/10 la Corte 

Constitucional de Colombia ha determinado que las restricciones al ejercicio de la libertad 

religiosa deben basarse en tres principios: (i) siempre se presume la libertad en su grado máximo, 

(ii) ésta sólo puede limitarse si la medida es racional y objetivamente necesaria y (iii) las posibles 

restricciones no pueden ser arbitrarias o discrecionales (Sentencia T493, 2010).  
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La decisión T-124 de mayo de 2021 emitida por la Corte Constitucional, es un ejemplo 

relevante y actualizado sobre el derecho de los funcionarios públicos y el principio de laicidad 

del Estado. En esta sentencia, el alto tribunal estableció que los servidores estatales no deben 

utilizar sus redes sociales personales para hacer declaraciones oficiales, ni viceversa, para evitar 

confusiones sobre si se trata de un mensaje individual o gubernamental.  

La decisión se originó a raíz de un tweet que generó ambigüedad sobre si la declaración 

provenía de una ciudadana o del Gobierno Nacional. En esta decisión, la Corte Constitucional 

establece criterios y restricciones en relación con las cuentas privadas que los funcionarios 

públicos utilizan para tratar asuntos propios de su cargo. Entre estos parámetros se destacan: 

i) El nivel de privacidad de la cuenta, es decir, si los mensajes publicados son visibles 

para el público en general o no. Por ejemplo, hay funcionarios que orientan sus 

cuentas de redes sociales exclusivamente para su esfera personal y hay otros que 

orientan su contenido para la divulgación de las actividades propias de su cargo. Es 

una decisión que, hasta el momento, depende de cada persona.  

ii) La descripción e información publicada sobre el titular de la cuenta y si está 

relacionada con sus funciones públicas, esto hace referencia a su contenido, debe 

haber una clara diferenciación entre un mensaje personal como ciudadano y sujeto de 

derechos, y el mensaje del funcionario público que emite un comunicado en el 

ejercicio de sus funciones estatales. 

iii) El uso que el funcionario le da a la cuenta ya sea que se publiquen solo mensajes 

sobre asuntos ajenos a sus funciones oficiales o si la red social se utiliza para 

informar u opinar sobre sus actividades y gestión como servidor público, o sobre 
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temas relacionados con asuntos oficiales (Sentencia T-124, 2021, Numeral. 67, 68 y 

69). 

Consideraciones sobre los Parámetros Convencionales y Constitucionales de la Libertad 

Religiosa de los Servidores Públicos en Ejercicio de sus Funciones 

Sobre los anteriores parámetros convencionales y constitucionales es necesario 

mencionar que para la presente investigación se considera que son insuficientes y son sujetos a 

debate al restringir la libertad de expresión y de credo para las personas que eligen ejercer 

actividades públicas y a su vez deciden tener una filosofía de vida fundamentada en una religión 

en concreto. Aunque estos parámetros son necesarios para no extralimitar funciones y no 

quebrantar el principio de laicidad, no obstante, hace falta tener claridad de cuándo un servidor 

público en el ejercicio de sus funciones puede exponer su identidad religiosa sin que vaya a ser 

vulnerada, desvirtuada o que tenga que renunciar a sus derechos personalísimos como la religión.  

Aunque los parámetros mencionados anteriormente se basan en la autonomía de la 

voluntad del servidor público, son disposiciones obligatorias que generan discriminación 

indirecta. Sin embargo, el criterio de este análisis es que el principio de laicidad y la libertad de 

creencia de los ciudadanos con funciones públicas pueden coexistir, ya que forman parte de su 

personalidad y vida privada. No se trata de imponer una religión a la sociedad. Por ejemplo, en 

escenarios de participación pública y política, existen garantías de cuotas de participación para 

grupos étnicos, raizales, indígenas, entre otros, que aportan a la esfera pública desde su 

cosmovisión sin imponerla en las decisiones públicas. ¿Por qué limitar los derechos de aquellos 

que practican una religión específica cuando se ha demostrado que es posible coexistir en una 

sociedad donde se vive y piensa de manera diferente? 
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Mecanismos para Defender el Derecho a la Libertad Religiosa de los Funcionarios Públicos 

Existen mecanismos comunes que se emplean con frecuencia para proteger o tutelar, 

derechos fundamentales. Cualquier ciudadano colombiano puede acudir a las siguientes 

herramientas jurídicas con el propósito de defender y practicar su religión libremente. Es 

importante mencionar que, aunque una persona tenga la calidad de servidor público, no 

desaparece su calidad humana, por lo tanto, también serían procedentes los mecanismos de 

protección a sus derechos fundamentales, al igual que cualquier otro ciudadano puede hacerlo. 

Como primera medida, se identifica el mecanismo constitucional conocido como "acción 

de tutela". Su marco normativo general se encuentra en el artículo 86 de la Constitución Política 

de Colombia y se desarrolla de manera específica en el Decreto Ley 2591 de 1991 (Constitución 

Política de Colombia, 1991, Art. 86). La acción de tutela protege diversos derechos 

fundamentales, incluyendo el derecho a la libertad de culto establecido en el artículo 19 de la 

Constitución al ser parte de los derechos fundamentales reconocidos por el Estado Colombiano 

(Constitución Política de Colombia, 1991, Art. 19). 

 Cualquier persona que haya sido víctima de una violación o amenaza a sus derechos 

fundamentales y que no cuente con otro medio adecuado o eficaz para su defensa y protección 

puede presentar una acción de tutela. Esta acción se caracteriza por ser subsidiaria, inmediata, 

eficaz y requiere una formulación sencilla y específica. 

En la segunda medida están las protecciones legales, se puede recurrir a leyes o 

regulaciones específicas que brindan otro tipo de protección a derechos en concreto. Un claro 

ejemplo de protección legal a la religión es la ley antidiscriminación (Ley 1482, 2011), la cual 

modifica el Código Penal Colombiano para que en su artículo 134B se reconozca como un delito 
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el hostigamiento por motivos de raza, religión, ideología, política u origen nacional, ético o 

cultural.  

En efecto, cualquier persona que cometa actos o comportamientos que causen daño físico 

o moral por estos motivos puede ser sujeta a prisión o sancionada por un juez penal. Esto 

significa que, si alguien siente que su derecho a la religión está siendo vulnerado, puede acudir a 

organismos de control como la Fiscalía General de la Nación para presentar una denuncia e 

iniciar un proceso penal.  

Asimismo, se tiene como referencia la (Ley 1801, 2016) en lo concerniente al Código 

Nacional de Policía y Convivencia, donde en su numeral 5 del artículo 40 se pueden identificar 

sanciones para quienes irrespeten reuniones religiosas.  

Las medidas anteriores son aplicables a cualquier persona cuyo derecho a creer o profesar 

una religión en particular haya sido vulnerado. Sin embargo, cuando se trata de un caso que 

involucra a un servidor público, se aplica el principio de laicidad. En consecuencia, los jueces 

han optado por utilizar el método de la ponderación de derechos, ya que cada caso depende de 

varios factores, como el nivel de exposición de los servidores públicos y el grado de afectación 

de los derechos fundamentales, entre otros criterios. Estos criterios se tienen en cuenta al 

determinar qué derecho debe recibir una mayor protección en relación con otro. 

La Necesidad de Reconocer la Libertad Religiosa del Servidor Público 

Se considera principalmente como un derecho humano y personalísimo, ya que es una 

libertad inherente a la persona y no puede ser transmitido o separado de ella. Es importante 

destacar que la libertad no se limita a la elección de una religión en particular que se ajuste a las 

convicciones o sentimientos de una persona, sino que también involucra una serie de actividades, 
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acciones, hechos y un estilo de vida que se han adoptado como resultado de la libertad de 

elección. 

Es un derecho fundamental que abarca una serie de acciones legales, judiciales, 

extrajudiciales, preventivas y académicas para proteger las creencias religiosas de las personas y 

todo lo que implica ejercer o disfrutar de dicha creencia en privado, público, individual o 

colectivamente. Este derecho implica el respeto por la elección personal de cada individuo en 

cuanto a su religión, la protección de las acciones necesarias para celebrar un culto religioso en 

lugares adecuados, el respeto por lo sagrado, la dignidad de los líderes religiosos, la cultura, el 

idioma, las características, el código ético, la vestimenta o atuendos especiales de las personas 

pertenecientes a las comunidades religiosas, y hasta la difusión o predicación de la religión o 

creencia. Además, se protege la autonomía de cada iglesia o entidad religiosa y se les considera 

iguales ante la ley. 

La religión puede ser vista como una estrategia para fomentar valores y mejorar la 

resiliencia en las personas. Adicionalmente, puede tener un impacto positivo en diversos 

aspectos de la sociedad. Por un lado, puede contribuir a la estabilidad de la salud pública y 

mental, al brindar apoyo emocional y espiritual a las personas.  

Asimismo, puede contribuir a la construcción del tejido social al fomentar la cooperación 

y la solidaridad en la sociedad. Con esto se quiere resaltar que el sector religioso suele 

desempeñar un papel importante en la ayuda a poblaciones vulnerables y prioritarias, ofreciendo 

asistencia humanitaria y otros beneficios. Esto se debe a su creencia y vocación de servir a los 

demás, de manera que se contribuye a generar ahorro en gastos públicos y se aporta al logro de 

los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Estos efectos positivos de la religión han sido 
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reconocidos y documentados por agencias internacionales, juristas, expertos, investigadores e 

instituciones estatales.  

La autodeterminación religiosa implica una serie de garantías, tales como la libertad de 

no ser obligado a practicar actos o cultos contrarios a sus convicciones personales, la libertad de 

profesar o no la creencia religiosa elegida, la libertad de manifestar su religión o creencia, y la 

libertad de practicar actos de oración y culto en privado o en público, individual o 

colectivamente.  

Además de estas garantías, existe un conjunto de derechos complementarios, como el 

derecho de asociación, el derecho de circulación, la libertad de conciencia, el derecho de elegir la 

religión o creencia, la dignidad humana, el derecho a la honra, el derecho al pensamiento y el 

derecho a la expresión. 

En consecuencia, dada la amplitud de protección constitucional, jurisprudencial e 

internacional de este derecho, resulta injustificado discriminar o restringir este derecho para los 

funcionarios públicos, ya que ellos también son titulares de derechos y no se les puede negar el 

ejercicio de sus derechos personales. En otras palabras, el desempeño de una profesión o cargo 

en el sector público no puede ser utilizado como excusa para privar a una persona de su derecho 

humano a la autodeterminación de sus creencias. 
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La Libertad Religiosa del Servidor Público en Colombia: un Derecho Limitado y 

Restringido que Merece ser Ponderado y Moderado 

El Observatorio de Libertad Religiosa en América Latina6 señala que en Colombia hay 

restricciones a la expresión religiosa de los servidores públicos y destaca que este derecho 

humano es aplicable a todos, independientemente de si son servidores públicos o ciudadanos 

comunes. Por lo tanto, es necesario proteger y garantizar el ejercicio de este derecho, que incluye 

la libertad de manifestar la propia religión o creencia, tanto en público como en privado, de 

acuerdo con las leyes colombianas y los tratados internacionales de derechos civiles y políticos. 

Es importante señalar que el principio de separación entre religión y Estado se refiere a que los 

líderes religiosos no deben tener autoridad política y que el Estado no debe interferir en los 

asuntos internos de las organizaciones religiosas, pero no implica una separación completa entre 

fe y política. Tanto el presidente como cualquier ciudadano tienen la libertad de expresar su 

creencia personal de diversas formas, independientemente de su cargo o responsabilidades 

oficiales (OLIRE, 2020).  

Expertos en la colisión entre laicidad y esta libertad de servidores públicos han 

desarrollado un método de análisis que utiliza presupuestos de ponderación, como explica 

Villamil (2019) en su tesis doctoral. Este método identifica condiciones de prioridad entre los 

principios de libertad religiosa y laicidad, y utiliza estructuras de ponderación que incluyen el 

óptimo de Pareto, la ley de ponderación, la fórmula del peso y la carga de argumentación en 

relación con la igualdad. Además, se estudian factores que limitan y afectan la intensidad del 

 

 
6 (OLIRE) Observatorio de Libertad Religiosa en América Latina. Limitación a las expresiones religiosas de 

servidores públicos en Colombia (2020, julio 28). 
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derecho para los servidores públicos. Por ejemplo, en un cargo en la administración de justicia 

donde se impone una incompatibilidad al desempeñarse en cualquier ministerio de cualquier 

culto, se puede observar que se da prioridad al principio de laicidad como resultado de un 

ejercicio de carga argumentativa en el cual el legislador ha limitado el derecho en la 

administración de justicia. 

En Colombia, el modelo de restricción reforzada moderada ha concretado esta libertad 

del servidor público, lo que significa que se le da más peso al principio de laicidad en lugar de 

proteger la libertad de autodeterminación religiosa del ciudadano con funciones públicas. Es 

importante que se tomen medidas razonables, necesarias y ponderables en Derecho para 

equilibrar el principio de laicidad y este derecho a creer, utilizando un método socio jurídico y un 

enfoque funcionalista. Además, es fundamental la alfabetización religiosa tanto en la 

administración pública como en la ciudadanía en general, para eliminar estereotipos y evitar la 

persecución y discriminación religiosa. 

La intención de este último capítulo es recopilar los parámetros Convencionales y 

Constitucionales del Derecho a la Libertad de Religión o Creencias de los Servidores Públicos en 

el Sistema Jurídico Colombiano e Internacional. A continuación, se presentan algunas 

consideraciones personales que plantean que estos parámetros son insuficientes y pueden llegar a 

ser arbitrarios en relación con los derechos humanos e individuales. En consecuencia, se 

mencionan los mecanismos de defensa que pueden ser utilizados por los servidores públicos en 

caso de violación de su derecho a creer. Se concluye que el derecho a la libertad religiosa debe 

ser ponderado y que las limitaciones no deben conducir a la discriminación o al deterioro de este 

derecho. 
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Conclusiones 

La finalidad de este proyecto de investigación fue examinar el derecho a la libertad 

religiosa de los funcionarios públicos en un estado laico con un extenso marco legal que protege 

este derecho humano fundamental. A pesar de esta amplia protección legal, Colombia es el único 

país en América Latina incluido en la lista mundial de persecución religiosa 2023. Es uno de los 

50 países en todo el mundo donde las creencias religiosas son una causa de violencia y presión 

para los creyentes, lo que sitúa a Colombia en un nivel muy alto de persecución, según informes 

de organizaciones no gubernamentales. 

La libertad religiosa y de cultos es un derecho fundamental que garantiza a todas las 

personas la posibilidad de profesar la religión de su elección o de no profesar ninguna. Nadie 

está obligado a pertenecer, asistir o seguir una religión específica. Del mismo modo, las iglesias 

y grupos de oración tienen el derecho de llevar a cabo sus rituales, enseñar sus creencias y educar 

a aquellos que estén interesados. Sin embargo, estas prácticas no deben afectar los derechos de 

otras personas que pueden tener diferentes convicciones o que simplemente no desean formar 

parte de estas congregaciones. 

A lo largo del tiempo, ha surgido un problema jurídico relacionado con los servidores 

públicos que expresan su opinión sobre una religión en particular, generando un privilegio 

religioso en comparación con otras creencias. La Corte Constitucional se enfrenta a dos 

hipótesis: por un lado, proteger el derecho humano y fundamental a la libertad religiosa de los 

servidores públicos, sin importar su condición de representantes del Estado; por otro lado, darle 

prioridad al principio de laicidad y requerir que los servidores públicos se abstengan de hacer 

manifestaciones públicas sobre sus convicciones espirituales, para evitar la violación de los 

derechos de los ciudadanos a quienes representan. 
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El tratamiento desigual que reciben los servidores públicos en Colombia se origina en la 

evolución histórica, conceptual y socio-jurídica de cómo las instituciones del Estado han 

percibido la religión o las convicciones de sus servidores estatales. Para entender esta evolución, 

se ha identificado una línea jurisprudencial de la Corte Constitucional que muestra cómo ha 

variado la interpretación de la sociedad frente al derecho en sujetos de especial trato, es decir, 

ciudadanos con funciones públicas. Por lo tanto, se analiza la confrontación entre dos principios 

constitucionales: la laicidad y el derecho a la libertad de cultos. 

En varias sentencias se ha observado cómo este problema jurídico ha evolucionado a lo 

largo de los años. En algunos casos, se ha cuestionado la actuación de un servidor público que ha 

expresado sus convicciones personales, o cuando se han promulgado leyes que otorgan a una 

persona o a un municipio cierto carácter de prevalencia de una religión. Estos temas han sido 

objeto de disputa y han requerido un análisis para determinar si el Estado Colombiano ha sido 

neutral y ha garantizado el artículo 19 de la Constitución Política, que establece que el Estado es 

laico y debe considerar de manera igualitaria la diversidad de creencias, cultos y religiones que 

existen en el territorio nacional, sin favorecer a ninguna por razones sociales, culturales o 

económicas. Se identificó que la jurisprudencia constitucional tomó posiciones permisivas 

después de la constitución de 1991 y con el pasar de los años empezó a tomar decisiones con 

restricciones para los servidores públicos y su libertad religiosa.  

El derecho objeto de esta investigación se encuentra directamente relacionado con otros 

derechos fundamentales y personales como la dignidad humana, por lo tanto, es una libertad que 

no puede ser renunciada ni invalidada, incluso cuando el titular es un servidor público. Privar a 

aquellos que desempeñan funciones públicas de su derecho a la libertad de autodeterminación 

religiosa y darle mayor peso a la laicidad es arbitrario e innecesario, ya que se les estaría 
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negando un derecho inherente a su personalidad y generando un trato desigual que afecta sus 

derechos humanos por desempeñar una labor pública.  

La Corte Constitucional al hacer referencia a la laicidad del Estado colombiano ha tenido 

en cuenta que no habrá prevalencia de una religión por encima de otra, es por ello que cuando un 

servidor público hace una expresión subjetiva de sus creencias, hay que detectar desde qué 

perspectiva se hacen estas manifestaciones ya que si se considera que pueden llegar a afectar los 

derechos fundamentales de las personas, se deben tener como expresiones unilaterales o 

personales donde el Estado no ha tenido injerencia alguna y que no toma una posición de 

privilegio a cierta religión. 

Emplear el método analítico-interpretativo a través de los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional y el análisis síntesis de informes de las ONG que identifican discriminación y 

percusión religiosa, resultan útiles para comparar y comprender el contexto que enfrentan los 

servidores públicos al manifestar su convicción religiosa. De esta manera se logra una 

aproximación de los parámetros y restricciones que existen a nivel nacional e internacional para 

expresar el credo de un servidor público en el ejercicio de sus funciones. En definitiva, se logra 

identificar que en los últimos años la libertad religiosa para una persona con funciones públicas 

tiene un nivel de alto de afectación debido a las restricciones legales y sociales, siendo prevalente 

el principio de laicidad. 
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